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Presentación

Neal Gabler, en su espléndido libro Un imperio propio. Como los judíos inventaron Hollywood, nos 

cuenta cómo surgió y se desarrolló la industria del cine en la costa oeste de los Estados Unidos. 

Tendemos a pensar, debido al aura romántica que envuelve a los artistas, que el cine fue una 

creación, principalmente, de directores, actores y guionistas. De acuerdo con este cliché, los 

productores y empresarios siempre representaron el papel del malo de la película: personajes 

que ocupaban su tiempo maquinando cómo recortar el presupuesto para llenar sus bolsillos 

limitando la creatividad de los artistas. 

Gabler nos cuenta que la realidad no respondió siempre a esa imagen maniquea y fue mucho 

más compleja. Los pioneros de Hollywood, los Zukor, Mayer, Laemmle, Fox, Warner y demás, 

que transformaron un espectáculo de barraca de feria, que ofrecía cortometrajes de baja calidad 

a la clase trabajadora, en la principal industria de entretenimiento dirigida a todas las clases 

sociales; fueron, por supuesto, empresarios que querían ganar dinero, pero también fueron 

los promotores y artífices de las maravillosas películas que marcaron para siempre la historia 

del cine. A todo ellos les unía la pasión por producir buenas películas y estaban dispuestos a 

arriesgarlo todo para conseguirlo. Entre otros motivos porque si las películas no eran buenas, 

no se llenarían sus salas de cine. 

Los propietarios que ponen en marcha las empresas periodísticas no son muy diferentes de los 

Zukor, Fox y Warner. Arriesgan su dinero y su prestigio porque creen en el buen periodismo y saben 

que para hacer buen periodismo se necesita ganar dinero o, al menos, no perderlo. Por supuesto, no 

todos los empresarios que lanzan un proyecto periodístico están animados por ese espíritu. Algunos 

pocos utilizan el periodismo como herramienta para ganar influencia política o económica. Pero 

estos proyectos suelen tener una fecha de caducidad muy corta, pues el buen periodismo solo se 

sostiene a largo plazo con la credibilidad y desarrollando audiencias y lectores inteligentes. 

Para que un proyecto periodístico tenga éxito se requieren tres ingredientes: buenos propie-

tarios, buenos periodistas y algo de suerte. Si hay buenos propietarios, el riesgo de contar con 

malos periodistas es muy bajo. Si no hay buenos propietarios, aunque haya buenos periodistas, 

las probabilidades de que el proyecto salga adelante son muy reducidas. Como se desprende 

de lo anterior, en la ecuación propietarios + periodistas = empresa periodística, el factor de los 

propietarios tiene un enorme peso para alcanzar el éxito del proyecto. 



PRIMERA PLANA

4

El informe-ranking que presentamos ofrece múltiples lecturas y conclusiones. Una de las más 

relevantes, en nuestra opinión, es el peso que hemos dado al rol que cumple la propiedad a la 

hora de configurar la credibilidad e independencia de los grupos de comunicación. En efecto, 

cuando se analiza la credibilidad de los medios se suele prestar atención, casi exclusiva, a la 

actividad editorial de los profesionales, omitiendo el importante papel que juega la propiedad 

y el órgano de gobierno para proteger e impulsar esos valores. 

Ciertamente, como mencionamos en el informe, iniciativas como el Trust Project pueden contri-

buir a luchar contra las noticias falsas y a mejorar la credibilidad de los contenidos editoriales. 

Bienvenidas sean estas y otras iniciativas similares. Pero el principal reto que afrontan los gru-

pos de comunicación es reforzar el compromiso de sus propietarios y editores para defender y 

promover, con medidas y políticas concretas, los valores de la independencia y la credibilidad

Volviendo a Hollywood, la meca del cine nos ha regalado con algunas grandes películas sobre 

la profesión y las empresas periodísticas. Una de las más recientes es Los papeles del Pentágono 

(The Post, según su título original en inglés), protagonizada por Meryl Streep, en el papel de 

la famosa editora-propietaria de The Washington Post, y por Tom Hawks, representando a Ben 

Bradley, el director del diario. 

La película es un homenaje a Katherine Graham, una mujer que, sin buscarlo, se ve forzada, 

por el fallecimiento de su esposo, a tomar las riendas de la empresa familiar: The Washington 

Post. En ese mundo, dominado por machos alfas, Graham se enfrenta al dilema de publicar 

los papeles secretos del Pentágono y arriesgarse a sufrir las consecuencias del hombre más 

poderoso del país, el presidente Nixon, o seguir el criterio de los miembros de su consejo que 

le recomiendan no comprometer el futuro de la empresa.

Spilberg retrata con su habitual maestría la tensión de ese momento en la escena en la que 

Graham, que en ese momento se encuentra atendiendo a un grupo de invitados en su casa, se 

dirige a una sala de estar para responder a una llamada de teléfono. Su consejero Fritz Beebe le 

telefonea desde el periódico para persuadirla que frene la publicación de los Papeles del Pentágo-

no. Ben Bradley, a su vez, le llama por otra línea para exponerle con firmeza que su obligación 

es publicarlos. Un par de consejeros de la empresa, que forman parte del grupo de invitados, 

conocedores de lo que está ocurriendo, irrumpen en la sala de estar y la presionan para que 

no publique y ponga en riesgo la empresa. Una nueva llamada entra por otra línea; se trata del 

jefe de edición y cierre que le comunica que dos periodistas han amenazado con presentar su 

dimisión si el Post no publica los Papeles.



PRIMERA PLANA

5

La cámara va recorriendo y mostrando lentamente las caras de tensión reflejadas en el rostro 

de todos los protagonistas. En el semblante de Grahan se dibuja la lucha interior que está li-

brando. De su decisión depende el futuro de la empresa, de su propia familia y, en parte, de la 

libertad de prensa del país. Por un momento, se la ve pequeña, confusa y desorientada. Tras 

unos segundos de indecisión, se yergue, se muerde el labio y exclama aliviada: “Let’s go, let’s go, 

let’s go. Let’s publish”. A continuación, sonríe y abandona el salón para atender a sus invitados, 

mientras vemos en imágenes cómo arrancan las rotativas de The Washington Post con la noticia 

de los Papeles en Primera Plana. 

Desde la Fundación Compromiso y Transparencia queremos agradecer a Elena Herrero-Beau-

mont, coautora del informe, su valiosa contribución y constante compromiso con esta iniciativa. 

Nuestro agradecimiento, igualmente, a Angel Arrese, Carmes Fuentes y Giles Tremlett por sus 

excelentes aportaciones y por creer que un informe de estas características pueda resultar útil 

para promover la credibilidad e independencia de los grupos de comunicación en nuestro país.

Javier Martín Cavanna
Director  
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Introducción

El informe de este año de transparencia y buen gobierno sobre independencia y credibilidad edi-

torial de los grupos de comunicación ha clasificado las empresas de comunicación en dos grupos 

claramente diferenciados: empresas cotizadas y no cotizadas. Como se puede apreciar en las Ta-

blas 1 y 2, el grado de cumplimiento de los indicadores en los dos grupos difiere sustancialmente. 

Ahora bien, como ya adelantamos en el informe del año pasado, “concluir, basándose en los resul-

tados de este informe, que los grupos de comunicación cotizados son más transparentes y están 

mejor pertrechados para abordar los riesgos de falta de independencia y credibilidad editorial no 

solo constituye un error teórico sino una deducción peligrosa”.

Ninguna de las empresas de comunicación analizadas ha obtenido la calificación de transparen-

te a la hora de comunicar sus prácticas para proteger la credibilidad e independencia editorial. 

Esta es la principal conclusión del informe. Nuestras empresas de comunicación, cotizadas y no 

cotizadas, están muy lejos de cumplir las prácticas de transparencia y buen gobierno mínimas 

que les permitan gestionar adecuadamente los riesgos que puedan afectar a la credibilidad e in-

dependencia editorial. 

Las diferencias que existen entre los dos grupos en el cumplimiento de los indicadores relativos 

a las áreas de Propiedad y Gobierno no obedecen a un mayor compromiso de transparencia por 

parte de las empresas cotizadas sino al hecho de que legalmente están obligadas a proporcionar 

información sobre la titularidad de sus accionistas, la identidad de sus consejeros y la política 

de selección de estos. 

Sin embargo, cuando analizamos los indicadores que no buscan constatar la publicación de deter-

minados contenidos de información sobre la Propiedad y el Gobierno, sino confirmar la existencia 

de medidas concretas para evitar posibles conflictos de intereses y riesgos contra la independencia 

editorial, comprobaremos que el grado de incumplimiento es mayoritario en todos los grupos.

Una de las principales fuentes de conflictos de intereses está representada por los accionistas 

mayoritarios o de control, que pueden poner en riesgo la credibilidad e independencia del medio 

primando los objetivos financieros por encima de los editoriales o condicionando la línea editorial 

cuando alguna noticia puede afectar negativamente a sus intereses. En estos casos se hace nece-

sario desarrollar contrapesos que ayuden a contrarrestar esos riesgos. ¿Cómo se articulan esos 
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mecanismos de prevención? Primero identificando con claridad los riesgos, segundo arbitrando 

medidas para gestionarlos y tercero haciendo públicas esas medidas.

Nuestras empresas de comunicación no suelen activar esas medidas de prudencia cuando esos 

riesgos se producen. Los editores prefieren confiar en su instinto, en la buena voluntad de sus 

accionistas o en el azar. 

La reciente designación de Javier Monzón como presidente del Grupo Prisa constituye un buen 

ejemplo. Su nombramiento como presidente no ejecutivo del Grupo Prisa ha suscitado enormes 

suspicacias al compatibilizar este cargo con la presidencia del Open Bank, la filial digital del Banco 

de Santander, uno de los accionistas significativos de Prisa y, además, importante anunciante en El 

País y la Cadena Ser. ¿Cómo informarán los medios del Grupo Prisa sobre el Banco de Santander 

a partir de ahora? El tiempo lo dirá, pero el riesgo de que se produzcan conflictos de intereses en 

la cobertura informativa sobre la entidad financiera es elevado. 

Las tablas 1 y 2 muestran que ambos grupos, cotizadas y no cotizadas, registran iguales porcentajes 

de incumplimiento en áreas como la transparencia en la financiación o la información sobre las 

prácticas de cumplimiento (compliance). 

Existen, sin embargo, significativos avances en algunas áreas, como en los informes de sostenibi-

lidad o responsabilidad corporativa de las empresas cotizadas. Aunque los informes no cumplen 

con todas las exigencias metodológicas, sí se aprecia un progreso en la identificación de los riesgos 

que pueden afectar a la credibilidad e independencia por parte de las empresas cotizadas.

La reciente aprobación de la Ley 11/2018, de 28 de diciembre, en materia de información no financiera 

y diversidad, que viene a trasponer una directiva europea de aplicación a un ámbito mayor de 

empresas, obligará a muchas de las no cotizadas a informar en el futuro sobre estas cuestiones.

Relevante, igualmente, es la iniciativa de The Trust Project en el área sobre Creación de conteni-

dos editoriales, que ya han adoptado algunos diarios de referencia, como El Mundo y El País. Sin 

embargo, y como bien señala el periodista y autor británico Giles Tremlett, el principal riesgo 

de esta iniciativa es que se quede en un simple ejercicio de “maquillaje” al no existir ningún 

mecanismo de verificación del cumplimiento de esos estándares, tanto interno como externo.

Entre las empresas no cotizadas destacan algunos ejemplos de buenas prácticas, aunque todavía 

no se concretan en políticas efectivas y medibles. El diario.es es uno de los medios que ha optado 

por impulsar algunas medidas en las áreas de Propiedad y Gobierno, que refuerzan la independencia 
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del periódico, pero no aclara si se trata de acuerdos voluntarios o se han materializado en deci-

siones con eficacia legal vinculante. 

Tabla 1. Grado de cumplimiento de los indicadores en empresas cotizadas
CUMPLE CUMPLE PARCIALMENTE NO CUMPLE

1. Propiedad

1.1. Titularidad 80% 20% 0%

1.2. Vínculos 0% 0% 100%

1.3. Control de independencia 0% 0% 100%

2. Gobierno 

2.1. Composición 60% 40% 0%

2.2. Selección 0% 80% 20%

2.3. Competencias 0% 20% 80%

2.4. Informe 0% 80% 20%

3. Financiación

3.1. Publicidad institucional 0% 20% 80%

3.2. Anunciantes 0% 0% 100%

4. Creación y divulgación de contenidos

4.1. Contenidos de riesgo 0% 60% 40%

4.2. Honor e intimidad 20% 40% 40%

4.3. Veracidad 60% 40% 0%

4.4. Libertad de expresión 20% 60% 20%

4.5. Conflictos de intereses 0% 80% 20%

4.6. Etiquetado 0% 40% 60%

4.7. Protección de los lectores 80% 20% 0%

5. Cumplimiento

5.1. Política 0% 60% 40%

5.2. Formación 0% 20% 80%

5.3. Canales 0% 40% 60%

Una de las tendencias que más está afectando y afectará a la credibilidad editorial en el futuro 

es el auge de los contenidos patrocinados (también conocidos como branded content) en los 

medios. La caída de los ingresos de suscriptores y la apuesta de los anunciantes por contenidos 

de carácter editorial en detrimento de los anuncios tradicionales ha impulsado los ingresos 

procedentes de contenidos pagados por los anunciantes. Este formato no plantea especiales 

problemas éticos siempre que el medio de comunicación sea claro y transparente con el lector. 

Algo que, como se puede comprobar, no está sucediendo (Vid Branded content y transparencia 

en el etiquetado).  
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Tabla 2. Grado de cumplimiento de los indicadores en empresas no cotizadas
CUMPLE CUMPLE PARCIALMENTE NO CUMPLE

1. Propiedad

1.1. Titularidad 0% 6% 94%

1.2. Vínculos 0% 0% 100%

1.3. Control de independencia 0% 6% 94%

2. Gobierno 

2.1. Composición 0% 19% 81%

2.2. Selección 0% 0% 100%

2.3. Competencias 0% 0% 100%

2.4. Informe 0% 6% 94%

3. Financiación

3.1. Publicidad institucional 0% 6% 94%

3.2. Anunciantes 0% 0% 100%

4. Creación y divulgación de contenidos

4.1. Contenidos de riesgo 0% 0% 100%

4.2. Honor e intimidad 0% 6% 94%

4.3. Veracidad 0% 0% 100%

4.4. Libertad de expresión 0% 0% 100%

4.5. Conflictos de intereses 0% 19% 81%

4.6. Etiquetado 0% 0% 100%

4.7. Protección de los lectores 6% 0% 94%

5. Cumplimiento

5.1. Política 0% 0% 100%

5.2. Formación 0% 0% 100%

5.3. Canales 0% 13% 87%
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Metodología: principios, áreas e indicadores y muestra

Este informe-ranking sigue la metodología utilizada en los informes elaborados por la Fundación 

Compromiso y Transparencia y que detallamos a continuación:

1. Elección de la muestra. Los grupos de comunicación seleccionados deben tener un perfil homo-

géneo para facilitar la identificación de unos indicadores de cumplimiento comunes y compartidos. 

2. Identificación de las áreas e indicadores relevantes de información. Una vez elegida 

la muestra de los grupos que serán objeto de análisis en la web se seleccionan los contenidos in-

formativos relevantes. Tras seleccionar los contenidos informativos se detallan los indicadores 

que permitirán comprobar el cumplimiento de las respectivas áreas. 

3. Análisis de las webs y elaboración del informe de resultados. Una vez seleccionadas las 

áreas de información relevantes y sus correspondientes indicadores, se procede a analizar las 

webs de los grupos de la muestra seleccionada y, a continuación, se elaborará el presente informe 

con los resultados, las conclusiones y las recomendaciones. 

4. Difusión del informe. Cuando el informe está terminado se procede a la difusión de sus resul-

tados a través de los medios de comunicación y de los diferentes canales de comunicación de la 

Fundación Compromiso y Transparencia.

La finalidad principal de los informes de la fundación es impulsar la transparencia en la web y 

desarrollar un conjunto de áreas e indicadores comunes a partir de los cuales las organizaciones 

analizadas podrán ir enriqueciendo su rendición de cuentas. Si las instituciones no comparten un 

lenguaje común a la hora de informar sobre sus principales actividades y resultados será difícil 

que puedan llevarse a cabo comparaciones sobre sus respectivos desempeños y que se pueda 

impulsar una sana emulación entre las mismas.

A. Principios

Entendemos por transparencia voluntaria en la web “el esfuerzo por difundir y publicar la infor-

mación relevante de la organización, haciéndola visible y accesible y a todos los grupos de interés 

de manera íntegra y actualizada”.
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1. Una primera condición es la visibilidad, es decir, facilitar que el contenido sea captado de ma-

nera sencilla por estar situado en un lugar visible en las páginas webs. En ocasiones el contenido 

se encuentra en el portal, pero no es fácilmente visible porque el “recorrido” que hay que hacer 

para localizarlo resulta poco intuitivo y muy complejo. 

2. Un segundo elemento importante es la accesibilidad: el contenido puede ser visible, pero si se 

necesita un permiso o registro para poder consultarlo no se puede considerar que la información 

sea accesible. 

3. La información ha de ser también actual. Si los contenidos no están al día, se estima que no hay 

una disposición real de ser transparente. En este sentido, la información solicitada debe referirse 

al último ejercicio cerrado legalmente. 

4. Por último, el cuarto elemento es la integralidad. Por integralidad entendemos que la infor-

mación debe ser completa y exhaustiva. No basta informar parcialmente de un determinado con-

tenido para cumplir los criterios. Por ejemplo, no sería suficiente proporcionar información en 

el área de Propiedad del perfil de algunos de los accionistas. Para dar por cumplido este criterio 

los grupos de comunicación deben proporcionar un perfil de todos y cada uno de los accionistas.

B. Áreas e indicadores

El análisis de las fuentes mencionadas en el informe publicado el pasado año nos ayudó a iden-

tificar identificar cinco áreas relevantes (Propiedad, Gobierno, Información económica, Creación 

y divulgación de contenidos editoriales y Cumplimiento) características del sector de los medios de 

comunicación que afectan directamente a la credibilidad e independencia del medio y que se 

concretan en diecinueve indicadores. 

Merece la pena subrayar que las áreas e indicadores elegidos se refieren exclusivamente a la exis-

tencia de políticas, prácticas y sistemas tendentes a proteger la credibilidad e independencia de 

los medios de comunicación. Este informe ha dejado conscientemente de lado otros aspectos 

relacionados con la responsabilidad social de los medios de comunicación que, a pesar de su 

interés, no guardan relación directa con la protección de la credibilidad y la independencia que 

son las dos cuestiones que se examinan específicamente en este informe.

1. Propiedad 

La titularidad de la propiedad tiene una enorme importancia de cara a asegurar la viabilidad econó-

mica e institucional de cualquier empresa. La propiedad suele reservarse, entre sus atribuciones, 
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el nombramiento –y cese– de los dirigentes, así como la competencia para aprobar las decisiones 

más importantes relacionadas con la continuidad de la empresa. En el caso de las empresas edi-

toriales, su sostenibilidad a largo plazo se fundamenta en la credibilidad e independencia de sus 

contenidos editoriales. No se trata exclusivamente de que la empresa sobreviva económicamente, 

sino de que lo haga permaneciendo fiel a su misión y valores. En este sentido, la titularidad del 

capital puede reforzar o poner en riesgo la independencia y credibilidad de la empresa y dar origen 

a diversos conflictos. Para gestionar esos riesgos adecuadamente es necesario que la empresa los 

haga públicos y establezca los mecanismos de control eficaces.

La transparencia de los titulares de la propiedad de las empresas de comunicación resulta im-

prescindible para identificar quién tiene el control sobre la misma, así como para identificar los 

potenciales conflictos de intereses que pueden surgir entre los titulares de la propiedad y la línea 

editorial. 

La conveniencia de hacer públicos los titulares de la propiedad de los medios de comunicación 

ayuda a asegurar que los posibles abusos puedan prevenirse y corregirse, y constituye una prác-

tica recomendada por diferentes instituciones, como Access Info Europe y la Open Society 

Program on Independent Journalism, que entienden que “el conocimiento público de datos 

precisos, completos y actualizados sobre la propiedad de los medios de comunicación es un ele-

mento esencial de un sistema de medios democrático. Es imposible tomar medidas para abordar 

concentraciones excesivas de medios y conflictos de interés sin las herramientas para identificar 

a los propietarios”1. 

La publicidad sobre la propiedad debe extenderse no solo al porcentaje de participación que 

los accionistas tienen en la empresa sino también a otros vínculos empresariales o políticos 

que tengan o hayan podido tener los accionistas. La declaración de esos intereses ayudará a 

evaluar y gestionar adecuadamente los posibles conflictos de intereses que puedan surgir.

No es suficiente, sin embargo, que la empresa haga público sus principales accionistas sino que 

debe adoptar medidas concretas (limitación de los derechos de voto, pactos parasociales, consti-

tución de trust, etc.) para que ninguno de ellos pueda poner en riesgo la independencia y credibi-

lidad editorial. Es preciso rechazar con firmeza la opinión que defiende que este tipo de medidas 

pone en riesgo el libre mercado y la democracia accionarial. Es necesario proteger la misión y 

la independencia editorial del grupo y la experiencia demuestra que aquellos grupos (Guardian 

1 Ten recommendations on transparency of media ownership; en “Transparency of media ownership”; Edit. Acces Info Europe y Open Soci-
ety Programa on independent journalism, noviembre, 2013.
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Media Group, Shibsted Group) que han adoptado este tipo de medidas han conseguido mante-

ner unos altos estándares de credibilidad sin poner en riesgo ni el desempeño económico ni las 

expectativas de los accionistas minoritarios. 

1.1. 	 La empresa hará público el nombre de sus accionistas significativos (en estos momentos, en 

España se entiende que un accionista dispone de participación significativa cuando posee 

al menos un 3% del capital social).

1.2. 	 Los accionistas significativos (aquellos que posean al menos un 3%) deberán hacer público 

sus participaciones en otras empresas, otros medios de comunicación diferentes del grupo, 

así como si ocupan o han ocupado en los últimos tres años un puesto en algún partido po-

lítico o en la administración pública.

1.3. 	 La compañía informará de las medidas que haya tomado (limitar el porcentaje de la 

propiedad en manos de un accionista, constitución de un trust o fundación propietario 

de las acciones, etc.) para evitar que algún accionista pueda poner en riesgo la indepen-

dencia editorial del grupo.

2. Gobierno corporativo

Al consejo de administración le corresponde tomar las decisiones más importantes relacionadas 

con la empresa: aprobación de la estrategia, identificación de los principales riesgos, nombra-

miento y cese de la alta dirección, principales decisiones de inversión y financiación, supervisión 

de los valores y principios de la organización, etc. 

Por iguales razones que en el caso de los titulares de la propiedad, la empresa debe hacer público 

el perfil y la composición de su consejo de administración con el fin de gestionar los conflictos 

de intereses que puedan afectar a la credibilidad e independencia editorial. 

Entre los mecanismos tendentes a reforzar la independencia editorial juega un papel 

principal el proceso de selección de consejeros. Es importante que la empresa se asegure 

que entre los criterios que ha valorado para la selección de los mismos ha tenido en con-

sideración los riesgos asociados a la independencia editorial. Esta garantía se puede hacer 

efectiva de muchas maneras, bien nombrando para formar parte del consejo a algunos 

miembros de la redacción o, simplemente, incluyendo la experiencia y el conocimiento 

en los riesgos asociados a la independencia editorial en el perfil de los candidatos a for-

mar parte del consejo. 

Igualmente importante es que el consejo de administración, bien directamente o a través de alguna 

de sus comisiones, se reserve explícitamente la competencia de supervisar, con la periodicidad 
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que estime oportuna, las políticas y mecanismos de control tendentes a proteger la independencia 

y credibilidad editorial2.  

Del mismo modo, para evaluar el compromiso real de la empresa con la protección de la credibilidad 

resulta necesario contar con una estrategia clara que se visibilice en un informe anual (informe de 

RSC, sostenibilidad, integrado, etc.). Ese informe debe contener, como mínimo, un análisis de mate-

rialidad, que ayude a identificar los temas relevantes relacionados con la credibilidad (materialidad), 

las medidas adoptadas para prevenirlos, los objetivos anuales y los logros alcanzados en cada ejercicio. 

2.1. 	 La empresa publicará la composición de su consejo de administración especificando los car-

gos que los consejeros tengan en otras empresas, ya sea como ejecutivos o miembros del 

consejo.

2.2. 	 La empresa hará público los criterios de selección de sus consejeros que haya tomado en 

consideración para reforzar la credibilidad o independencia editorial.

2.3. 	 La empresa informará de las competencias del consejo en relación con la gestión de los 

riesgos que afecten a su credibilidad e independencia del grupo. 

2.4. 	 La empresa hará público un informe (gestión, integrado, sostenibilidad, etc.) en el que iden-

tifique los riesgos asociados a la credibilidad editorial, las acciones previstas para mitigarlos, 

los objetivos anuales y los resultados alcanzados. 

3. Información económica

Los posibles riesgos y conflictos editoriales pueden tener su origen en las presiones, directas o 

indirectas, procedentes de los anunciantes, privados o públicos (institucionales), o de los acree-

dores. Con el fin de identificar los riesgos derivados de los mismos, se requiere que la empresa 

haga público la cantidad y porcentaje sobre los ingresos totales de aquellos que procedan de la 

publicidad institucional. 

La publicidad institucional tiene especial importancia por proceder de los que detentan el poder 

político y, por consiguiente, puede constituir un recurso para comprar voluntades e influir indi-

rectamente en la línea editorial. Este riesgo adquiere especial relevancia en los medios de ámbito 

regional, donde la publicidad institucional puede llegar a tener una importancia considerable 

en el conjunto de los ingresos totales y donde resulta más difícil sustraerse a la influencia de la 

política local.  

2 El profesor de la Universidad de Navarra, Ángel Arrese, viene prestando atención desde hace tiempo al gobierno corporativo de las em-
presas de comunicación y a la falta de mecanismos para abordar los diferentes conflictos (Cfr. Arrese, A. (2005). Corporate governance and 
news governance in economic and financial media. Corporate Governance of Media Companies, 77).

ElenaHerreroBeaumont
Highlight
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La publicación de los ingresos procedentes de los anunciantes, cuando estos superan un determi-

nado porcentaje de los ingresos totales, es una práctica extendida en algunos medios con el fin de 

salvaguardar su independencia y transparentar sus vínculos comerciales con aquellas empresas 

que tienen un peso significativo en su financiación. La declaración de estos datos facilita que se 

pueda contrastar públicamente la objetividad e imparcialidad del medio a la hora de informar 

sobre la actividad de esas empresas. 

El titular de la deuda (banco, empresa o particular) también puede constituir, en ocasiones, una 

amenaza a la integridad del grupo de comunicación en la medida en que puede condicionar di-

recta o indirectamente la línea editorial. En muchos casos esa influencia procede de la propia 

autocensura que se impone el medio y no tanto de una presión directa del titular de la deuda. 

Aunque no nos ha parecido oportuno exigir a los grupos de comunicación que hagan público la 

identidad, cuantía y porcentaje de su deuda, publicarla puede ser una medida que ayude a hacer 

visible el riesgo y supervisar más eficazmente los conflictos que puedan surgir. 

3.1. 	 La empresa publicará la cifra de ingresos procedentes de la publicidad institucional especi-

ficando la cuantía, el nombre del cliente y el porcentaje sobre los ingresos totales. 

3.2. 	 La empresa publicará el nombre y la cuantía de sus anunciantes cuando estos superen el 

5% de los ingresos totales. En el caso de que ningún anunciante supere esa cantidad deberá 

mencionarlo.

4. Creación y divulgación de contenidos editoriales

La elaboración y difusión de contenidos editoriales está expuesta a determinados riesgos y conflic-

tos específicos que pueden afectar a su credibilidad. Los grupos de comunicación suelen recoger 

en sus políticas y códigos internos orientaciones y normas que suelen prescribir determinados 

comportamientos relacionados con la creación y difusión de contenidos editoriales. Esta área 

se encuentra dividida en dos grandes apartados, el primero de ellos se refiere a cuestiones re-

lacionadas con el proceso de creación editorial y el segundo comprende temas que afectan a la 

difusión de contenidos.

En relación con las cuestiones relacionadas con la elaboración o creación editorial la primera se 

refiere a los denominados “contenidos de riesgo”, que son todos aquellos que por sus especiales 

connotaciones hay que tratar con especial prudencia y que incluyen contenidos como el trata-

miento del sexo, el suicidio, la xenofobia, la discriminación, etc. Los medios de comunicación 

han desarrollado a través de sus libros de estilo o códigos editoriales determinados criterios para 

abordar estas cuestiones. Dentro de los contenidos de riesgo, suele otorgarse un espacio particular 

a la protección de la intimidad.
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Otra cuestión se refiere a los procedimientos y garantías dirigidos a proteger la veracidad, la im-

parcialidad y la independencia en los procesos de producción editorial. Los medios de comunica-

ción tienen la obligación de ser rigurosos sobre todo lo que publican y, consiguientemente, para 

cumplirlo deben desarrollar un conjunto de medidas para garantizar la veracidad y exactitud de 

la información, como las prácticas para comprobar las fuentes de información, los criterios sobre 

el uso de fuentes anónimas, las orientaciones sobre la distinción entre hechos y opiniones, etc. 

De igual modo deben asegurar y proteger la independencia de sus periodistas, evitando cualquier 

tipo de intromisión (externa o interna) en su trabajo y desarrollar los mecanismos adecuados 

para poder salvaguardarla cuando esta se produzca. 

Por otra parte, los medios siempre estarán sometidos a presiones de todo tipo (económicas, po-

líticas, empresariales, etc.), por eso resulta muy conveniente que se protejan a través de meca-

nismos y barreras que gestionen los inevitables conflictos de intereses. En esta área se incluyen 

cuestiones como los criterios sobre aceptación de regalos, colaboraciones con terceros, afilia-

ciones políticas, etc.

El apartado de divulgación de contenidos incluye dos cuestiones. La primera se refiere al etique-

tado de contenidos editoriales de pago. Se trata de asegurar que los medios, en la publicación de 

sus contenidos, distingan con claridad aquellos que son de elaboración propia de los que están 

patrocinados. En esta misma línea, es importante que los medios establezcan líneas y medidas 

de separación clara entre la actividad editorial y la publicitaria.  

La difusión de contenidos editoriales puede afectar negativamente a la reputación y el buen 

nombre de las personas. En estos casos, cuando el medio compruebe que una información no es 

correcta, debe establecer un mecanismo de rectificación rápida con el fin de corregir o aclarar 

los contenidos, teniendo en cuenta que los errores son inevitables en el periodismo y que el re-

conocimiento de los errores fortalece la credibilidad.

Creación de contenidos

4.1. 	 Contenidos de riesgo. Publicación de directrices editoriales que incluyan la definición ex-

plícita de los diferentes contenidos de riesgo y su tratamiento en cada caso.

4.2. 	 Respeto al honor y la intimidad. Publicación de directrices editoriales que incluyan la defi-

nición explícita del respeto al honor y la intimidad.

4.3. 	 Veracidad de la información. Publicación de directrices editoriales que incluyan procedi-

mientos de búsqueda de información, contraste y elaboración.

4.4. 	 Libertad de expresión. Publicación de directrices editoriales sobre procedimientos que ga-

ranticen la libertad de expresión a los profesionales del medio.
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4.5. 	 Conflictos de intereses periodistas. Publicación de directrices editoriales y procedimientos 

para garantizar la independencia y el conflicto de intereses de los periodistas: regalos, pagos, 

colaboraciones, amistades, viajes, etc. 

Divulgación de contenidos

4.6.	 Etiquetado de contenidos patrocinados. Publicación de directrices editoriales y procedimien-

tos para regular la relación con los anunciantes con el fin de garantizar la integridad e inde-

pendencia editorial y comunicar con transparencia los contenidos editoriales patrocinados 

o de pago (branded content).

4.7. 	 Protección de los lectores. Publicación de directrices editoriales que garanticen la rectifica-

ción en los supuestos de falsedad o error y la posibilidad de ofrecer su versión de los hechos 

a las personas afectadas por las noticias.

5. Cumplimiento normativo

Las políticas no deben quedarse en simples declaraciones de intenciones, en la elaboración de toda 

suerte de códigos y textos que posteriormente se archivan. La garantía para que esos principios 

se cumplan y ejecuten solo puede asegurarse si la compañía ha puesto en marcha mecanismos 

internos de verificación y control. De poco sirve tener un código si la compañía no cuenta con 

sistemas de cumplimiento (compliance): un conjunto de medidas de vigilancia, supervisión y con-

trol tendentes a acreditar que la organización ha actuado con la debida diligencia para prevenir 

las posibles conductas infractoras. Entre las medidas de prevención más importantes se encuen-

tran la formación impartida a los empleados sobre estos temas, así como la existencia de canales 

de denuncia. La forma más eficaz de comprobar si esos canales funcionan es informando de las 

denuncias recibidas cada año. 

5.1 	 La empresa informará sobre el sistema para verificar el cumplimiento de sus políticas y pro-

cesos relacionados con la protección de la credibilidad e independencia.

5.2 	 La empresa informará de la formación impartida a sus empleados sobre los principios y los 

códigos éticos.

5.3 	 La empresa informará en un lugar visible sobre la existencia y funcionamiento de los canales 

de denuncia y los resultados anuales de las denuncias.

C. Muestra

Para la elaboración de este informe hemos seleccionado veinte empresas informativas que ges-

tionan medios de comunicación en España. El primer filtro lo fijamos atendiendo a los criterios 

que utilizó la profesora de Estructura de la Comunicación Social de la Universidad Pompeu Fa-
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bra, Núria Almiron, en un artículo de 2009 titulado “Grupos privados propietarios de medios de 

comunicación en España”3. En este artículo, la autora llega a un listado de treinta y dos grupos 

atendiendo principalmente al criterio de actividad relevante en el sector de los medios de comuni-

cación en España, entendiendo por actividad relevante una facturación procedente de la actividad 

mediática igual o superior a los diez millones de euros. 

El listado original incluía las siguientes treinta y dos entidades: Prisa, Mediaset, Vocento, Unidad 

Editorial (filial en España de RCS Media Group), Planeta, Godó, Prensa Ibérica, Zeta, RBA, ONO, 

Hola, Telefónica, Lagardere, Voz, COPE, Imagina, Joly, Reuters, Axel Springer, Schibsted, Heres, 

Hermes, Kinnevik, MC Ediciones, Europa Press, Intereconomía, Telecable de Asturias, R Cable, 

Promicsa, Radio Blanca, Segre y Euskaltel. 

A los efectos de nuestro análisis, que tiene como objetivo poner el foco en la gestión de la transpa-

rencia y la integridad de la empresa puramente informativa (entendiendo por tal aquella dedicada 

a la elaboración y difusión de información y de opinión sobre asuntos públicos), hemos eliminado 

del listado de treinta y dos a los siguientes grupos:

1) Los que obtienen la mayoría de los ingresos de otras actividades (con la excepción de Planeta 

que sí hemos incluido): Euskaltel, Telefónica, Investment AB, R Cable, Ono, Telecable de Asturias 

y Lagardere. 

2) Los que poseen medios que difunden información de corazón, ocio y entretenimiento: RBA, 

Axel, Heres, MC Ediciones, Radio Blanca, Hola. 

3) Reuters por ser agencia de prensa extranjera.

A este listado hemos añadido las nuevas empresas que comenzaron a editar los llamados nativos 

digitales. En este caso la selección la hemos realizado atendiendo a un nivel de influencia signi-

ficativo por número de usuarios de acuerdo a Comscore. En este grupo se encuentran Titania 

Compañía Editorial (la editora de El Confidencial), Diario SL, que edita Diario.es y Nohacefalta-

papel que edita El Español, si bien actualmente la empresa editora se llama El León de El Español 

Publicaciones S.A.

La muestra final de los grupos de comunicación seleccionados es la siguiente:

1. Atresmedia

2. Cope

3 Almirón, N., “Grupos privados propietarios de medios de comunicación en España: principales datos estructurales y financieros”, publica-
do en Communication & Society, vol. 22(1)/2009, Universidad de Navarra.
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3. Diario SL

4. El León de El Español Publicaciones S.A.

5. Grupo Godó

6. Henneo

7. Hermes Comunications

8. Imagina Media

9. Intereconomía

10. Joly

11. Mediaset

12. Planeta

13. Prensa Ibérica

14. Prisa

15. Promicsa

16. Segre

17. Titania

18. Unidad Editorial (filial en España de RCS Media Group)

19. Vocento

20. Voz de Galicia

21. Zeta

Desde el punto de vista de la transparencia es importante señalar la diferencia entre aquellas 

empresas que cotizan en bolsa y las que no. Como es bien sabido, las empresas que cotizan en 

bolsa (Atresmedia, Mediaset, Planeta, RSC Media Group y Vocento) están legalmente obligadas 

a proporcionar determinada información a través de la web. También están obligadas a publicar 

un Informe Anual de Gobierno Corporativo, en el que deben proporcionar una información muy 

detallada sobre la estructura de propiedad y el órgano de gobierno.

Esta importante diferencia entre empresas cotizadas y no cotizadas hay que tenerla en cuenta a 

la hora de valorar los resultados de este informe. Como era de esperar, y así se explica en las con-

clusiones de este informe, si bien las empresas cotizadas salen mejor valoradas, ello se debe, en 

gran parte, a la obligación legal que tienen de proporcionar determinada información relacionada 

con las áreas de la propiedad y el gobierno. 
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Análisis del cumplimiento

1. Propiedad

1.1. La empresa hará público el nombre de sus accionistas significativos (en estos momen-

tos, en España se entiende que un accionista dispone de participación significativa cuando 

posee al menos un 3% del capital social).

La información sobre la propiedad de los grupos de comunicación es una de las áreas más sensi-

bles en relación con la credibilidad e independencia editorial. Los tres indicadores que integran 

esta área cumplen la función de proteger la credibilidad e independencia mediante dos mecanis-

mos diferentes. Los dos primeros (Titularidad y Vínculos accionistas) se refieren a la revelación 

de información (disclosure) que pueda ser de utilidad para gestionar los riesgos que afecten a la 

credibilidad e independencia. La primera exigencia se refiere a la conveniencia de informar sobre 

los accionistas que posean un porcentaje significativo de la propiedad (un 3%) y que, por tanto, 

estén en condiciones de ejercer una influencia importante sobre la empresa.

Como era de esperar los resultados del cumplimiento de este primer indicador difieren mucho entre 

las empresas cotizadas que tienen obligación de proporcionar esta información y el resto de empresas 

no cotizadas. Todas las empresas que cotizan en bolsa (Atresmedia, Mediaset, RCS Media Group, 

Prisa y Vocento) proporcionan información sobre quiénes son sus accionistas más significativos. 

La información de Atresmedia se encuentra en la sección de Accionistas e inversores, que remite a otra 

denominada Accionariado en la que se publica un gráfico con el porcentaje de los accionistas más im-

portantes. Esa sección contiene una pestaña denominada Participaciones significativas en el capital social 

que remite a la web de la CNMV donde se encuentra esa información. La sociedad Mediaset publica 

la información sobre su capital en la sección Capital social, que se encuentra en la pestaña Relación con 

inversores. Le hemos dado por cumplido parcialmente este indicador porque en el grafico sobre el por-

centaje de capital social solo identifican a Mediaset con el 51,6% y el porcentaje restante lo agrupan en 

la categoría Freefloat (48,3%), sin especificar si en ese grupo se encuentra algún accionista significativo4. 

El Grupo Prisa contiene en su página principal una sección sobre Accionistas e inversores que remite a una 

pestaña denominada Participaciones significativas y autocartera que, a su vez, dirige a la web de la CNMV 

4 Si se consulta el último Informe Anual de Gobierno Corporativo, se puede comprobar que sí hay accionistas significativos, como es el caso 
de Blackrock, con el 3,98%. 

https://www.cnmv.es/portal/Consultas/DerechosVoto/Notificaciones-Participaciones.aspx?qS=%7ba6ec0112-5887-425b-bd7e-3a76544e81d8%7d
https://www.prisa.com/es/info/la-accion-y-su-capital-social
https://album.mediaset.es/file/10002/2018/05/14/Informe_Anual_de_Gobierno_Corporativo_2017_6121.pdf
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donde se encuentra la información actualizada sobre los accionistas significativos. Vocento sigue el mis-

mo itinerario para informar de sus accionistas significativos, en su caso la sección se denomina Acción, 

que redirige a un apartado denominado Participaciones significativas, que remite a la web de la CNMV. 

RCS es el grupo que tienen la información más visible en su web en la sección de Inversores, que 

remite a la de Accionistas donde se relacionan todos aquellos que tienen una participación superior 

al 2%, aclarando que la ley italiana obliga a comunicar el nombre de los accionistas que ostenten 

una participación superior al 2%. 

Como señalábamos el pasado año, la sociedad Diario S.L., editora de eldiario.es, es el único grupo 

no cotizado que proporciona alguna información acerca de quiénes son los propietarios, pero sin 

ofrecer datos concretos más allá de decir que el accionista mayoritario es Ignacio Escolar y que 

el 70% está en manos de personas que trabajan diariamente en la redacción.   

“Los accionistas significativos (aquellos que posean al menos un 3%) deberán hacer público 

sus participaciones en otras empresas, otros medios de comunicación diferentes del gru-

po, así como si ocupan o han ocupado en los últimos tres años un puesto en algún partido 

político o en la administración pública”.

Ninguno de los grupos revela información sobre los vínculos que sus accionistas significativos 

tienen o han tenido con otros grupos de comunicación, con los partidos políticos o si han ocupado 

cargos en la administración pública. 

La revelación de información sobre los vínculos empresariales o políticos que un accionista tenga 

o haya tenido es una práctica que tiene por finalidad identificar y gestionar los riesgos derivados 

de posibles conflictos de intereses entre esos vínculos y la línea editorial del periódico. La especial 

relevancia y función social que cumplen las empresas de comunicación reclama que esta práctica 

forme parte integrante de sus políticas de buen gobierno.

Existen suficientes ejemplos de cómo determinados hechos se silencian en los medios o reciben un 

tratamiento “diferencial” cuando afectan directamente a sus principales accionistas o acreedores. 

Aunque los grupos de comunicación no informan de los vínculos que sus accionistas tienen con otros 

grupos de comunicación, esa información se puede obtener para los grupos cotizados de la CNMV. 

Las empresas que más vínculos tienen con los grupos de comunicación son Banco de Santander (que 

posee un 4,1% en Prisa y un 3,9% en Vocento), Telefónica (que mantiene un 9,4% en Prisa) y Cobas y 

su presidente, Francisco García Paramés (que en conjunto poseen un 8% de Vocento). 

http://www.cnmv.es/Portal/Consultas/DerechosVoto/Notificaciones-Participaciones.aspx?qS=%7bfa54f509-7c04-4755-9cf4-165d198ba9ba%7d
http://www.cnmv.es/Portal/Consultas/DerechosVoto/Notificaciones-Participaciones.aspx?qS=%7bab5bd022-bed7-41fb-9ec9-3022286aafb4%7d
http://www.rcsmediagroup.it/en/pages/investor-relations/shareholders/
http://www.eldiario.es/el_equipo/
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De la transparencia a la claridad
Ángel Arrese, Facultad de Comunicación de la Universidad de Navarra

La transparencia sobre la propiedad de los medios 

de comunicación y sobre sus actividades corpo-

rativas siempre ha sido una asignatura pendiente 

del periodismo. El celoso escrutinio con que las 

redacciones analizan los intereses económicos, 

individuales y corporativos que entran en juego y 

condicionan el funcionamiento de las empresas y 

de todo tipo de organizaciones (políticas, econó-

micas, culturales, etc.) se convierte en un silencio 

casi absoluto cuando se trata de sacar a la luz esos 

temas en torno a otros medios de comunicación, 

y no digamos ya en torno al propio. En los grupos 

periodísticos españoles, como se refleja año tras 

año en el Informe sobre credibilidad e indepen-

dencia de los grupos de comunicación, la debida 

transparencia se limita casi exclusivamente a la que 

por motivos legales se ven obligados los grupos 

que cotizan en bolsa. En el resto, la disponibilidad 

de información sobre propiedad y gobierno cor-

porativo es exigua o inexistente. En unos y otros, 

en cualquier caso, el ejercicio de la transparencia 

es un ejercicio pasivo, que simplemente se limita 

a dar más o menos información, en lugares de la 

web más o menos visibles, sobre ese “Quié-

nes somos” que ya casi es obligado para 

cualquier persona o institución que tiene alguna 

identidad online. Por supuesto, España no es muy 

distinta en esto a otros países de su entorno5.

Transparencia y periodismo

No cabe duda que ese ‘recato corporativo’ de 

los medios, y la actitud pasiva frente a su propia 

transparencia –por contraste con la que mantiene 

ante los demás–, es resultado de una inercia his-

tórica, de la dificultad incluso técnica (limitacio-

nes de espacio y tiempo) que en el pasado existía 

para gestionar adecuadamente las referencias a la 

propia identidad en el día a día de la actividad pe-

riodística. También era propio de otros tiempos no 

tener quizá estructuras empresariales y redes de 

intereses tan complejos como los que hoy existen 

en el mundo de la información, en unos mercados, 

los del siglo XX, en los que la ‘autoridad’ de unas 

pocas empresas periodísticas era indiscutible, y su 

identidad corporativa seguramente más conoci-

da. Pero en la sociedad actual, en la sociedad de la 

información y la transparencia6, ninguno de esos 

motivos, u otros muchos que pudieron existir en 

tiempos pretéritos se sostienen. Más bien, al con-

trario: hoy en día, probablemente uno de los mo-

dos más eficientes para recuperar la credibilidad 

y la confianza en los periodistas y en los medios 

sea el ejercicio de una transparencia activa sobre 

su identidad corporativa, sobre quiénes son y por 

qué en sus medios se toman las decisiones que se 

toman7.

La transparencia de la propiedad de los medios y 

de sus estructuras de gobierno corporativo ad-

quiere especial sentido y urgencia no solo porque 

los medios están en crisis (de negocio, de credibi-

lidad, de autoridad…) sino porque lo está también 

el propio periodismo y su rol en las sociedades de-

mocráticas. 

Aquejados por sus problemas económicos, des-

concertados por los retos de las nuevas tecnolo-

gías y remisos a perder su influencia en la socie-
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dad, muchos medios han dejado de creer en lo 

que habían creído en los dos últimos siglos. Así, 

sus mensajes, sus verdaderas aportaciones al de-

bate público –crecientemente menguantes– y sus 

contenidos desechables –cada vez más numero-

sos– se disuelven sin orden ni concierto en el ruido 

generalizado que rodea a los temas de actualidad. 

Los datos se mezclan con las opiniones, las verda-

des con las mentiras, las noticias con los rumores 

y bulos (fake news), y todo ello se esparce con 

una capilaridad casi infinita, hasta que finalmente 

es filtrado por el amigo o el colega en Facebook o 

Twitter, para ser consumido en alguna de las múl-

tiples terminales a las que estamos conectados. 

Con unos medios de comunicación famélicos y 

un periodismo desdibujado campa a sus anchas 

la mentalidad postfactual, y la lógica de la intoxi-

cación, el prejuicio y la propaganda. La política 

postfactual corre paralela a un (supuesto) perio-

dismo postfactual que es el modo más común de 

informarse en una sociedad postmediática. Los 

medios han dejado de ser, para gran parte de la 

sociedad, la autoridad informativa, y muchas ve-

ces moral, que ayudaba a los ciudadanos a tomar 

mejores decisiones, a entender mejor el mundo 

que les rodea, y a participar de manera más plena 

en la discusión pública. Y por eso, como señalaba 

hace algún tiempo Jürgen Habermas en una en-

trevista en el Frankfurter Rundschau: “En el mare 

magnum del ruido digital, las habilidades del buen 

periodismo –tan necesarias hoy como en el pasa-

do– no deberían perderse”8.

El periodismo profesional, históricamente, ha 

sido un periodismo realizado en organizaciones, 

entre otras cosas porque el buen periodismo, el 

que se erige en pilar básico y estable de un siste-

ma democrático, solo puede ser resultado de una 

obra colectiva. Los grandes medios periodísticos, 

los que han jugado y en cierta medida siguen ju-

gando un papel fundamental en la configuración 

de la opinión pública, son resultado de la activi-

dad de empresas, fundaciones, entes públicos u 

otras modalidades de organización, a menudo 

complejas e intensivas en recursos económicos 

y humanos. La organización con misión perio-

dística, en este sentido, no tiene sustituto útil 

en otras modalidades de generación y difusión 

de información altamente personalistas (blogs, 

webs, microportales de contenidos, etc.) o alta-

mente mecanizadas (plataformas de búsqueda, 

redes sociales, etc.).

Es en este contexto tan confuso y oscuro en el que 

la transparencia sobre la propiedad y el gobierno 

corporativo de los medios adquiere especial sig-

nificado como una de las claves fundamentales 

de la recuperación de su sentido, su función y su 

autoridad periodística9. No es extraño que la Unión 

Europea, en su reciente Final report of the High 

Level Expert Group on Fake News and Online Dis-

information, citara la transparencia como primera 

medida para abordar la problemática de las fake 

news, y concretamente la de la propiedad, como la 

primera de las transparencias deseables10. Tampo-

co sorprende que algunas de las nuevas iniciativas 

periodísticas más esperanzadoras de los últimos 

años, en distintos países, hayan enarbolado la 

bandera de la transparencia sobre su propiedad y 

sobre sus fuentes de financiación como uno de los 

elementos centrales de sus propuestas de revita-

lización del periodismo. Casos como el eldiario.es 

en España, De Correspondent en Holanda o Krau-
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treporter en Alemania, por citar solo un puñado de 

ellos, han puesto especial énfasis en explicar a sus 

lectores la composición del accionariado de sus 

empresas, su evolución en el tiempo, etc. Ello les 

ayuda a generar un tipo de confianza y de cercanía 

con sus lectores que se echa en falta en muchos 

otros medios.

Transparencia pasiva y transparencia activa

Los grupos de comunicación que gestionan me-

dios periodísticos, sobre todo los más tradicio-

nales, deben esforzarse mucho más para hacer 

visibles sus datos de propiedad, la formación de 

sus consejos de administración y el resto de sus 

intereses corporativos en general. El logro de 

esa transparencia formal, pasiva, en todo el mer-

cado de los medios –no solo entre las empresas 

que legalmente deben hacer públicos sus datos– 

sería un gran avance en el sector. Pero segura-

mente eso no va a ser suficiente para superar 

los graves problemas que aquejan a los medios. 

El ejercicio de una transparencia verdadera debe ir 

mucho más allá de la mera formalidad, entre otras 

cosas, porque en la era de la información, como 

nos recuerda Byung-Chul Han en La sociedad de 

la transparencia, “la transparencia no es la ver-

dad”11. Es más, una transparencia mal entendida, 

practicada estratégica y cosméticamente, puede 

generar más confusión que claridad. De hecho, 

en la actualidad no es extraño que la remisión a la 

transparencia sea un modo cada vez más habitual 

–y políticamente correcto– de evitar decir la ver-

dad y explicar las cosas. “Todo está en la web, en 

nuestro portal de transparencia: vaya usted allí y 

se podrá informar de lo que desea saber (y que yo 

no le cuento)”. Por supuesto, casi nadie va a la web, 

y quien se acerca a ella con espíritu investigador 

se da cuenta que no está todo, ni mucho menos; 

de que la última vez que se actualizó fue hace tres 

años; de que hay que ser un experto en el tema de 

que se trate –por ejemplo, en el de la propiedad de 

una empresa reflejada en un documento dirigido a 

inversores– para separar el grano de la paja; de que 

a veces hay tal exceso de información que habría 

que dedicar horas a descubrir lo que uno desea 

saber, etc., etc. 

Lo que quizá se necesita hoy en nuestras socie-

dades hiperinformadas es más claridad y menos 

transparencia. O dicho de otro modo, lo que se 

necesita es la transparencia suficiente para que 

todo gane en claridad: la transparencia activa 

frente a una transparencia pasiva. En el mundo 

de los medios, es necesaria la claridad que sur-

ge de la iluminación de las cosas –de explicar su 

sentido–; una claridad que tiene más que ver con 

la verdad que con la transparencia, y está más 

relacionada con el esfuerzo de discernimiento y 

la voluntad humana que con la capacidad tecno-

lógica de registro, procesamiento y distribución 

de información. Como comentaba hace ya algún 

tiempo un alto directivo de IBM, Charles Prow, 

“Transparency is about ensuring that your in-

puts, processes and outcomes are visible to key 

stakeholders.(…) Clarity is about utilizing this 

information to reduce complexity and uncer-

tainty, so that leaders and managers can make 

the best decisions.(…) What our leaders need to 

lead is clarity. It involves taking information and 

analysis and applying it to your goals to define a 

clear path forward. (…) While transparency is an 

important way to communicate with citizens and 

stakeholders, it does not, in and of itself, provide 
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clarity. Transparency should help make the right 

data available, but the availability of data is only 

the first step to more effective decisions and ac-

tions”12.

La claridad sobre los intereses corporativos de 

los medios, sobre los conflictos que pueden ge-

nerar desde el punto de vista periodístico, etc. 

puede trabajar sobre la transparencia pasiva de 

muchas formas. No estaría mal, por ejemplo, 

que las empresas de medios acudieran a sus pe-

riodistas y no a los encargados de relación con 

los inversores cuando se planteen cómo dar vi-

sibilidad en sus webs –pensando en sus lectores 

y en la sociedad–, a las cuestiones relacionadas 

con su propiedad y su gobierno corporativo. 

Qué duda cabe que todavía sería mejor que 

la transparencia activa se manifestase de una 

forma consistente en la práctica continuada 

del disclosure, de la revelación de relaciones y 

posibles conflictos de interés, profesionales y 

corporativos, en las noticias de actualidad que 

así lo requirieran. Es muy sano, por ejemplo, que 

un diario como el Wall Street Journal tenga que 

recordar a sus lectores cada vez que informa 

sobre una empresa como 21st Century Fox que 

“members of the Murdoch family are major sha-

reholders in 21st Century Fox and in News Corp, 

the company that owns The Wall Street Jour-

nal”13. Genera claridad y confianza –aunque la 

decisión pueda ser discutible– que los usuarios 

regulares de Bloomberg sepan que el servicio de 

noticias no genera información sobre la propia 

compañía, Bloomberg LP, y que no cubre asun-

tos relacionados con la vida personal y la riqueza 

de su fundador, Michael Bloomberg14. “Clear is 

the new clever”: ese sería un buen lema para la 

transparencia de los medios.

Los grupos de comunicación y las marcas periodís-

ticas que deseen participar seriamente en la revi-

talización del periodismo, y en la reconquista de su 

rol como instituciones valiosas en las sociedades 

democráticas, tienen ante sí el reto de practicar 

una transparencia activa respecto a sus estruc-

turas de propiedad, respecto a las limitaciones 

o conflictos de intereses que les pueden generar 

en las coberturas de ciertos temas, respecto a las 

tensiones que pueden originar en el mantenimien-

to de sus líneas editoriales, etc. Solo esa claridad 

sobre sí mismos les conferirá autoridad para pre-

sentarse ante los ciudadanos como generadores 

de claridad sobre el mundo que les rodea. Al fin y 

al cabo, esa la función del periodismo, del buen pe-

riodismo, sobre todo en momentos tan confusos 

como los actuales. 

5 Access Info Europe. Media Ownership. https://www.access-info.org/es/media-ownership-transparency. Véase el studio: Craufurd-Smith, R 
& Stolte, Y (2014). The Transparency of Media Ownership in the European Union and Neighbouring States. Report on a Project by Access Info 
Europe and the Open Society Program on Independent Journalism. Open Society Foundation.
6 Tapscott, D. (2003). The Naked Corporation: How the Age of Transparency Will Revolutionize Business. New York: Free Press.
7 Silverman, C. (2014). The best ways for publishers to build credibility through transparency. American Press Institute, 2014. https://www.
americanpressinstitute.org /publications /reports/strategy-studies/transparency-credibility/.
8 Schwering, M. (2014). Jürgen Habermas. Im Sog der Gedanken. Frankfurter Rundschau, 13. Juni.
9 Carlson, M. (2017). Journalistic Authority. Legitimating News in the Digital Era. New York: Columbia University Press.
10 European Commission (2018). A multi-dimensional approach to disinformation. Report of the independent High level Group on fake 
news and online disinformation. Directorate-General for Communication Networks, Content and Technology.
11 Han, B.-C. (2013). La sociedad de la transparencia. Barcelona: Herder.
12 Prow, C. (2010). Drawing a Distinction between Transparency and Clarity. IBM Center for Business Government. http://www.businesso-
fgovernment.org.
13 Maidenberg, M. (2018). 21st Century Fox Posts Higher Profit, But Cable Revenue Growth Lags. The Wall Street Journal, 7 November. 
14 Micklethwait, J., Addison, P., Sondag, J., & Grueskin, B. (2017). The Bloomberg Way. A Guide for Journalists. New Jersey: Wiley & Sons.

https://www.access-info.org/es/media-ownership-transparency
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1.3. La compañía informará de las medidas que haya tomado (limitar el porcentaje de la pro-

piedad en manos de un accionista, constitución de un trust o fundación propietario de las 

acciones, etc.) para evitar que algún accionista pueda poner en riesgo la independencia edi-

torial del grupo.

Las especiales características de las empresas de comunicación, que deben conciliar los objetivos 

de rentabilidad propios de cualquier empresa lucrativa con la protección de su reputación, hacen 

aconsejable la existencia de mecanismos que vinculen la propiedad de la empresa, y consiguiente-

mente el poder dentro de la organización, con la salvaguarda de su credibilidad e independencia 

editorial. 

Existen diversos procedimientos para conseguir este resultado, como exigir mayorías reforzadas 

para determinadas decisiones, limitar los porcentajes en manos de los accionistas, constituir un 

trust que asegure el control de la propiedad, dotar a la empresa de un fondo patrimonial (endow-

ment) que garantice unos ingresos, etc.

El único medio de comunicación que ha adoptado una medida para evitar que los accio-

nistas puedan poner en riesgo la independencia es el.diario.es que declara que: “Más del 

70% de esta empresa está en manos de personas que trabajan diariamente en la redacción, 

que aportaron su dinero y su trabajo para poder arrancar. Fundamos así eldiario.es porque 

queríamos ser dueños de nuestra propia redacción, para así garantizar que la línea editorial 

sea independiente y no responda a intereses ocultos. El socio mayoritario de la empresa 

que publica eldiario.es es su director, Ignacio Escolar. También son copropietarios muchos 

de los periodistas que leerás en este periódico: Juan Luis Sánchez, Íñigo Sáenz de Ugarte, 

Andrés Gil, Luz Sanchis, Natalia Chientaroli y Olga Rodríguez”. En cualquier caso, se le ha 

otorgado un cumplimiento parcial al no estar avalada esa práctica por una política aprobada 

explícitamente. 

¿Necesitaba Prisa una fundación para proteger su independencia?
Javier Martín Cavanna, fundador y director de Fundación Compromiso y Transparencia

La propuesta de constituir una fundación para 

proteger la credibilidad e independencia del Gru-

po Prisa causó extrañeza y escepticismo cuando la 

realizó su principal impulsor y defensor, Juan Luis 

Cebrián, presidente del grupo hasta el 1 de enero 

de 2018.

En palabras de Cebrián al diario El País: “Me 

preocupa garantizar la autonomía e independencia 

editorial para que los equipos profesionales puedan 

trabajar en el mismo ambiente y en las mismas cir-

cunstancias que lo han hecho hasta ahora. En este 

mundo de fake news, estoy seguro de que los accio-
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nistas quieren respaldar medios de comunicación 

responsables que defiendan la libertad y los dere-

chos democráticos”.

En favor de su tesis, el antiguo director de El País, 

citaba como ejemplos algunos medios de comu-

nicación prestigiosos, como el periódico británico 

The Guardian, que constituyó un trust (figura con 

características similares a las de una fundación), 

o los acuerdos de accionistas del semanario The 

Economist, que reserva a determinados accionis-

tas algunas decisiones, como el nombramiento del 

director y el del editor del periódico.

Los ejemplos anteriores son bastante conocidos 

en el sector. La Fundación Compromiso y Transpa-

rencia los explicó con detalle en su primer informe 

Primera Plana. Informe de transparencia y buen 

gobierno para garantizar la independencia y credi-

bilidad editorial, publicado en septiembre del 2017. 

En la introducción del informe reflexionábamos so-

bre la tensión que suele existir entre los propietarios 

y los periodistas: “Cualquier empresa de comunica-

ción para poder sobrevivir debe contar con buenos 

gestores empresariales, que aseguren su viabilidad 

económica, y con periodistas que desempeñen su 

actividad con arreglo a los más altos estándares pro-

fesionales. Ambas cosas son igualmente necesarias. 

Se requiere independencia editorial, por supuesto, 

pero también independencia económica para po-

der sobrevivir en un entorno en constante cambio”.

Concluíamos afirmando que el éxito de este matri-

monio de conveniencia depende más del compromi-

so de los propietarios que del de los periodistas: “Si 

la propiedad cree en los valores de la independencia 

y la credibilidad editorial sabrá anticiparse y dar res-

puesta adecuada a los conflictos que puedan surgir”.

Seleccionar a los compañeros de viaje

No resulta casual que detrás de los grupos edito-

riales más prestigiosos siempre haya habido una 

familia propietaria o un grupo significativo de accio-

nistas que han protegido la independencia editorial: 

la familia Scott, en The Guardian, la familia Shibsted, 

en el Grupo Shibsted, o el fideicomiso de The Eco-

nomist, por citar solo algunos ejemplos. De ahí que 

una de las medidas más importantes para proteger 

la independencia y credibilidad editorial consista en 

seleccionar con mucha cautela a los futuros com-

pañeros de viaje: accionistas y consejeros.

El Scott Trust fue constituido en 1936 por el editor 

y propietario del diario británico The Guardian. El 

periódico, originariamente denominado The Man-

chester Guardian, fue fundado por John Edgard Ta-

ylor en Manchester en 1821. Taylor se casó con una 

mujer llamada Sofía Rusell Scott. El sobrino de Sofía, 

C.P. Scott, se convirtió en el editor del periódico a 

los veinticinco años de edad y permaneció en el car-

go –también como propietario del diario– durante 

los siguientes 57 años, falleciendo en 1932.

El hijo de Scott sucedió a su padre, pero en su pri-

mer año como editor falleció ahogado en un trágico 

accidente, mientras navegaba con su hijo, que vive 

en la actualidad. El temor a que el fallecimiento del 

heredero pudiese poner en peligro la existencia del 

periódico, animó a la familia Scott a constituir un 

trust (el Scott Trust), al que cedieron generosamen-

te sus acciones, convirtiéndolo en el propietario del 

periódico con el fin de asegurar la independencia y 

viabilidad económica del diario.
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Actualmente el Scott Trust continúa siendo el 

propietario del periódico, manteniendo el con-

trol sobre el mismo. Los miembros del board 

tienen el mandato de no inmiscuirse en la línea 

editorial ni en su gestión económica. La misión 

del Scott Trust consiste, precisamente, en ase-

gurar la independencia económica y editorial del 

periódico. Es responsable de nombrar el editor 

y de velar porque se cumpla un único mandato: 

“Mantener la tradición del periódico como hasta 

ahora (as heretofore)”.

El grupo noruego de comunicación Schibsted 

siguió los pasos del diario The Guardian y el 8 de 

mayo de 1996 Tinius Nagell-Erichsen, bisnieto del 

fundador del Schibsted Media Group, instituyó el 

Tinius Trust. Actualmente el Tinius Trust administra 

el mayor paquete de acciones del Grupo Schibsted. 

Nagell-Erichsen declaró que quería usar su influen-

cia como principal accionista para asegurarse de 

que Schibsted siga siendo un grupo de medios ca-

racterizado por la libertad e independencia editorial 

de sus periodistas, la credibilidad y la sostenibilidad 

financiera a largo plazo.

La revista británica The Economist optó por una al-

ternativa diferente. En lugar de constituir un trust, 

The Economist Newspaper Limited, sociedad ma-

triz del The Economist Group, estructuró su capital 

en cuatro clases distintas de accionistas (ninguna 

de las cuales cotiza en bolsa): acciones ordinarias, 

acciones especiales “A”, acciones especiales “B” y 

acciones en fideicomiso.

Estas últimas están en manos de fideicomisarios 

cuyo consentimiento es necesario para la apro-

bación de determinadas decisiones corporativas, 

incluyendo la transferencia de acciones especiales 

“A” y especiales “B”. Los nombramientos del editor 

de The Economist y del presidente de la empresa 

también están sujetos a la aprobación de los fideico-

misarios (trustees). Los trustees son cuatro perso-

nas de reconocido prestigio, sin ninguna vinculación 

con la firma, que tienen la última palabra a la hora 

de dar el visto bueno a las decisiones mencionadas 

y cuya única función, como señalan los estatutos de 

la compañía, es velar por la independencia de la pro-

piedad de la empresa y la independencia editorial 

de la revista.

A primera vista, la propuesta de Juan Luis Cebrián 

de crear una fundación para salvaguardar la inde-

pendencia editorial no resultaba disparatada y, 

además, se encontraba alineada con las prácticas de 

gobierno corporativo de algunos de los grupos de 

comunicación más influyente. No obstante, si bien 

la constitución de una fundación podía ser una de-

cisión acertada en términos de gobierno corpora-

tivo, resultaba mucho más cuestionable que quien 

la presidiera fuera el presidente ejecutivo saliente 

del grupo de comunicación.

El Scott Trust y el Tinius Trust fueron constituidos 

por sus propietarios y con el mandato expreso de 

evitar injerencias en la actividad editorial, que es 

responsabilidad exclusiva del director del periódi-

co y del equipo de redacción. Lo que Cebrián pro-

ponía iba mucho más allá de los ejemplos citados. 

Según sus mismas palabras el proyecto pretendía 

constituir una fundación con las aportaciones de 

El País, el Grupo Prisa y las suyas propias. Además, 

la intención es que el patronato de la fundación 

se reserve la facultad de nombrar al director del 

diario y también “que tenga un poder consultivo, 



PRIMERA PLANA

29

analítico y opinativo respecto a la línea editorial de 

la mayoría de los medios del grupo mediante un 

consejo editorial, que ya existe, que colgaría de esa 

fundación y que, en principio, yo presidiría durante 

un tiempo”.

En definitiva, lo que se buscaba es que el patronato 

de la futura fundación se convirtiera en el consejo 

editorial del grupo, lo cual va en la dirección opues-

ta a las prácticas anteriores al atentar directamente 

contra la independencia editorial que, supuesta-

mente, se quiere blindar frente al riesgo de accio-

nistas que no compartan los valores y principios del 

grupo editorial.

La salida de Rusbridger

Curiosamente el ejemplo de The Guardian, que 

Cebrián citaba para reforzar sus argumentos, no 

jugaba precisamente a su favor. Cuando Alan Rus-

bridger, el editor en jefe de The Guardian durante 

los últimos veinte años, cesó en mayo de 2015, fue 

propuesto para suceder a Liz Forgan en la presi-

dencia del Scott Trust. Sin embargo, Katharine 

Viner, la nueva editora en jefe del diario, y David 

Pemsel, director ejecutivo del Guardian Media 

Group, se opusieron al nombramiento. Según el 

diario The Times, la propuesta de nombramiento 

de Rusbridger como presidente del Scott Trust 

causó una revuelta en la redacción del periódico 

“ya que los periodistas lo culpaban de cientos de 

recortes de puestos de trabajo” y de las pérdidas 

de los últimos años.

Mr. Rusbridger tuvo la elegancia de presentar su 

renuncia a la presidencia del Scott Trust evitando 

un conflicto innecesario. Los motivos de su deci-

sión los explicó en una carta dirigida a la redacción 

en la que afirmaba: “Actualmente desarrollamos la 

actividad periodística bajo los efectos de un hura-

cán digital de fuerza doce. Es obvio para todo el 

mundo que este nuevo escenario exigirá cambios 

radicales. Kath y David entienden que les gustaría 

enfrentar el futuro con alguien diferente como 

presidente del trust y yo los entiendo (…). Ustedes 

han sido unos compañeros maravillosos y juntos 

hemos conseguido cosas extraordinarias. Conti-

núo leyendo con gran admiración el periodismo 

que hacen The Guardian y el Observer. Ahora re-

sulta incluso más agradable por no participar di-

rectamente en el mismo. Gracias a todos los que 

me han apoyado en este tiempo, y mis mejores 

deseos a todos mientras sorteamos esta tormenta 

que afecta por igual a toda nuestra industria. Con-

seguiremos superarla”.

Sí a la fundación, pero no a su presidente

La propuesta de constituir una fundación para ejer-

cer cierto control sobre los accionistas puede ser una 

medida eficaz para reforzar la independencia eco-

nómica y editorial del Grupo Prisa. Ahora bien, para 

que esa iniciativa cumpla sus objetivos son necesarias 

dos condiciones. La primera es que la fundación no 

tenga competencia alguna para proponer, ni tan si-

quiera sugerir, la línea editorial. La segunda es que la 

presidencia de esa eventual fundación no la ocupe 

el presidente saliente del grupo de comunicación. El 

cumplimiento de esta segunda condición garantizará 

que el presidente saliente no se perpetúe en el poder 

ni se inmiscuya en las funciones editoriales.

No descubrimos nada nuevo al recordar que a los 

presidentes les cuesta abandonar sus cargos. La 

mayoría de los presidentes de las grandes com-

pañías cotizadas intentan por todos los medios 
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retrasar al máximo su retiro. Hay que ser conscien-

tes de que ejercer el poder durante mucho tiempo 

genera en quienes lo detentan una cierta conciencia 

mesiánica que les lleva a pensar que son los únicos 

capaces de enfrentar el futuro. No es así y cuando 

comienzan a pensar de esa manera es el momento 

de reflexionar sobre la salida.

Cebrián así lo entendió y al final decidió marcharse, 

tomando ejemplo de su colega británico. Su trayec-

toria está llena de aciertos y de algunos errores. Na-

die es perfecto. Pero era importante que acertase 

cómo quería despedirse y cómo quería ser recor-

dado, por su bien y por el del Grupo Prisa.

El capítulo final (esperemos que haya una segunda 

temporada) de este largo culebrón no puede satis-

facer a nadie. Tras un corto periodo de transición 

como presidente de Prisa de Manuel Polanco, le 

sustituyó a comienzos de año Javier Monzón, el 

hombre de paja de Ana Patricia Botín, presidenta 

del Banco de Santander, uno de los accionistas sig-

nificativos del Grupo Prisa. Los conflictos de inte-

reses están asegurados. 

CUMPLIMIENTO PARCIAL NO CUMPLESÍ CUMPLE
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100%
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6%
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1.3. Control independencia

2. Gobierno

2.1. La empresa publicará la composición de su consejo de administración especificando los car-

gos que los consejeros tengan en otras empresas, ya sea como ejecutivos o miembros del consejo.

Las empresas cotizadas están obligadas a informar de la composición de su consejo de adminis-

tración en el Informe Anual de Gobierno Corporativo, así como de los cargos que sus consejeros 
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tengan en otras empresas del grupo, en calidad de administradores o ejecutivos, así como en otras 

empresas cotizadas como consejeros (Apartados C1.11 y C.1.12). Por lo tanto, todas las empresas 

cotizadas españolas (Atresmedia, Mediaset, Prisa y Vocento) cumplen parcialmente con este 

indicador al informar de la composición de su consejo y proporcionar cierta información sobre 

los puestos que ocupan sus consejeros. 

No obstante, como ya advertimos el año pasado, la información que se proporciona en el IAGC es 

claramente insuficiente al limitarse a informar solo de los cargos que se ocupan en determinadas 

empresas (las pertenecientes al grupo y los cargos de administradores en empresas cotizadas), 

sin requerir información sobre los cargos que pueden ostentarse en empresas no cotizadas que, 

por otra parte, constituyen el sector más mayoritario de las empresas. 

El año pasado el Grupo Prisa era la única compañía que cumplía totalmente este indicador al 

proporciona información en su web sobre el perfil de los consejeros, especificando los puestos 

que ocupan tanto en empresas cotizadas como no cotizadas. Este año dos nuevas empresas 

(Atresmedia y Vocento) han ampliado en la web la información sobre sus consejeros.

En los casos de Mediaset y RCS Media Group, sin embargo, no hemos dado por cumplido el in-

dicador íntegramente porque la compañía no proporciona información en el perfil de todos sus 

consejeros de los cargos que en la actualidad ostentan en otras empresas, cotizadas o no, limi-

tándose, en muchos casos, a informar de su trayectoria profesional pasada. 

Entre las empresas no cotizadas las que proporcionan información parcial de los integrantes de 

su consejo se encuentran el Grupo Godó, Henneo y Joly, 

2.2. La empresa hará público los criterios de selección de sus consejeros que haya tomado 

en consideración para reforzar la credibilidad o independencia editorial.

El proceso de selección de consejeros constituye uno de los principales elementos del gobierno 

corporativo. Tras la reforma del código unificado las empresas cotizadas tienen la obligación de 

contar con una comisión específica de nombramientos y retribuciones, que en las empresas de 

elevada capitalización deben estar separadas. Como señala el Código: “El acierto en el nombra-

miento y motivación posterior de los consejeros resulta decisivo para el eficaz funcionamiento 

del consejo de administración”. 

Como hemos venido recordando a lo largo de este informe, las demandas concernientes a los 

objetivos de rentabilidad y las relativas a la protección de la independencia editorial no siempre 

https://www.prisa.com/es/info/consejo-de-administracion
https://www.vocento.com/accionistas-inversores/gobierno-corporativo/
https://www.mediaset.es/inversores/es/consejo-de-administracion.html
http://www.grupogodo.com/consejo-de-administracion/
https://dkumiip2e9ary.cloudfront.net/henneo-legal/Informe%20HENNEO%20Responsabilidad%20Social%20Corporativa%202018%20VF.pdf
https://www.grupojoly.com/el-grupo/consejo-de-administracion/
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son coincidentes y por eso resulta tan necesario que el consejo esté equilibrado con personas 

que sean conocedoras de esa realidad y puedan minimizar esos riesgos. El medio más eficaz para 

hacerlo es incorporando al consejo personas que tengan experiencia en la actividad editorial. 

Este año cuatro compañías cotizadas han publicado una política específica de selección de conseje-

ros. Estas compañías son Atresmedia, Mediaset, Prisa y RCS Media. Se trata, sin embargo, en todos 

los casos de políticas genéricas que hacen referencia a las exigencias legales, a las competencias 

de la comisión de nombramientos y, en algunos casos, a los temas de diversidad. Ninguna de las 

empresas ha incorporado en sus criterios de selección la exigencia de perfiles de consejeros que 

refuercen por su conocimiento, experiencia u ocupación la independencia editorial.  

2.3. La empresa informará de las competencias del órgano de gobierno en relación con la 

gestión de los riesgos que afecten a su credibilidad e independencia del grupo. 

De nuevo hay que hacer una distinción entre aquellas empresas de comunicación que cotizan 

en bolsa y las que no. El Código Unificado de Buen Gobierno recomienda a las empresas (Re-

comendación 45) que tengan una función de control y gestión de riesgos bajo la supervisión de 

la comisión de auditoría o del propio consejo. El elemento que se analiza en este indicador no 

es si la empresa cuenta o no con esa función, sino si esa función incluye los riesgos específicos 

que afecten a la credibilidad e independencia editorial de la empresa, pues lo habitual es que las 

empresa incluyan los riesgos financieros, legales, tecnológicos, medioambientales, etc., y, preci-

samente, omitan aquellos que pueden afectar a su credibilidad.

Las empresas cotizadas están obligadas a informar de las competencias de sus diferentes comi-

siones en el Informe Anual de Gobierno Corporativo (apartado C.2) y de sus sistemas de control 

y gestión de riesgos (apartado E). Pues bien, ninguna de las empresas cotizadas ha incluido o 

desarrollado los riesgos asociados específicamente a la credibilidad o independencia editorial, 

limitándose, en el mejor de los casos, a declarar que la comisión de auditoría y control tiene la 

competencia de supervisar las funciones del departamento de gestión y control del riesgo y a 

describir, también de manera genérica, los procesos de gestión de riesgos pero sin ofrecer nin-

guna información concreta y detallada sobre aquellos riesgos que afectan o pueden afectar a la 

reputación o credibilidad editorial. 

Lo cierto es que la información pública disponible sobre la actividad real del consejo y sus distin-

tas comisiones es muy escasa por no decir inexistente. Ninguna empresa de comunicación rinde 

cuentas ni del tiempo ni del contenido que su consejo o comisiones han dedicado a analizar los 

riesgos que puedan afectar a su reputación e independencia editorial.

https://www.atresmediacorporacion.com/gobierno-corporativo/politicas-corporativas/
https://www.mediaset.es/inversores/es/Politicas_Corporativas.html
https://www.prisa.com/es/info/estatutos-reglamentos-y-otras-normas-internas
http://www.rcsmediagroup.it/en/wp-content/uploads/sites/2/doc/2017-04/Relazione-Governo-Societario-versione-comparata-EN.pdf
http://www.rcsmediagroup.it/en/wp-content/uploads/sites/2/doc/2017-04/Relazione-Governo-Societario-versione-comparata-EN.pdf
http://www.rcsmediagroup.it/en/wp-content/uploads/sites/2/doc/2017-04/Relazione-Governo-Societario-versione-comparata-EN.pdf
http://www.rcsmediagroup.it/en/wp-content/uploads/sites/2/doc/2017-04/Relazione-Governo-Societario-versione-comparata-EN.pdf
http://www.rcsmediagroup.it/en/wp-content/uploads/sites/2/doc/2017-04/Relazione-Governo-Societario-versione-comparata-EN.pdf
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Prisa es la única empresa que dedica un apartado a la responsabilidad del consejo de administra-

ción en relación con los contenidos editoriales. En su Informe de responsabilidad corporativa de 2018 

declara (página 47) que: “el consejo de Administración no participa directamente en los procesos 

de definición de los contenidos. No obstante, el consejo de administración de Prisa, en su sesión 

de diciembre de 2017, acordó regular el funcionamiento del comité editorial del grupo, como 

órgano dependiente del consejo de administración y cuya misión es la de apoyar los medios del 

grupo y asegurar que los directores de los medios desarrollen su labor tras un contraste y debate 

apropiados para la selección y enfoque de los temas a tratar”.

2.4. La empresa hará público un informe (gestión, integrado, sostenibilidad, etc.) en el que 

identifique los riesgos asociados a la credibilidad editorial, las acciones previstas para mi-

tigarlos, los objetivos anuales y los resultados alcanzados.

Las empresas cotizadas han ido mejorando su informe de responsabilidad o sostenibilidad res-

pondiendo de manera más adecuada a los riesgos derivados de la actividad editorial. De manera 

gradual han ido incorporando en su análisis de materialidad los riesgos que puedan poner en 

peligro la credibilidad e independencia editorial. No obstante, aunque se advierte un progreso 

gradual en la pertinencia de los contenidos y la relevancia de las materias abordadas ninguno de 

los grupos cotizados cumple totalmente el indicador al faltar en sus informes objetivos claros, 

acciones previstas para alcanzarlos y resultados obtenidos.

El Informe de responsabilidad corporativa 2017 de Atresmedia presenta un análisis de materialidad 

con una matriz (página 37) en la que se identifican con claridad algunos de los riesgos que pueden 

afectar a la credibilidad e independencia en el apartado de Producción y difusión de contenidos (inde-

pendencia, rigor, ética y responsabilidad en la producción y difusión). Es de destacar que en la matriz 

son precisamente los aspectos relacionados con la Producción y difusión de contenidos los que aparecen 

señalados como más relevantes tanto por los grupos de interés internos como por los externos, lo 

cual constituye un dato importante a la hora de tomar conciencia de cuáles son las aspectos más re-

levantes desde el punto de vista de la responsabilidad social para un grupo de comunicación. Aunque 

el informe explica a continuación las acciones que ha tomado para gestionar esos riesgos (páginas 

38 y 39) no cuantifica objetivos ni da información sobre el grado de cumplimiento de los mismos. 

Mediaset también incluye en su Informe Anual Corporativo 2017 un análisis y matriz de materia-

lidad (páginas 183 y 184), aunque los asuntos relacionados con la gestión de riesgos que afecten a 

la credibilidad e independencia están muy desdibujados y apenas aparecen en el mapa de riesgos. 

El informe no incluye un detalle de las acciones a realizar para gestionar los riesgos que afecten 

a la independencia y credibilidad, unos objetivos anuales y los resultados alcanzados.

https://www.atresmediacorporacion.com/informe-anual/2017/video_corporativo.shtml
https://www.mediaset.es/inversores/es/responsabilidad-corporativa.html
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El Informe de Responsabilidad y Sostenibilidad 2018 de Prisa contiene un análisis de materialidad ali-

neado con los ODS. El informe dedica un apartado importante a la Creación y distribución de conte-

nidos, afirmando que “la primera responsabilidad social de un grupo de medios de comunicación es 

defender y ejercer, con honestidad y rigor, el derecho a la información y a la libertad de expresión”. 

RCS Media Group sigue sin elaborar ningún informe de sostenibilidad o responsabilidad social, 

limitándose a informar en su web de actividades dispersas relacionadas con esta área. 

Por último, el Informe de Sostenibilidad 2017 del Grupo Vocento no incluye un análisis de mate-

rialidad ni una matriz organizando las cuestiones identificadas en función de su relevancia. 

En relación con las empresas no cotizadas, el único grupo que publica un informe de responsabi-

lidad o sostenibilidad es el grupo Henneo (Heraldo de Aragón, 20 Minutos, La Información) que en 

su web tiene una pestaña sobre RSC en la que publica el Informe Anual de Responsabilidad Social 

Corporativa de 2018. El informe, sin embargo, proporciona información sobre las áreas genéricas 

(económica, social y medioambiental) sin aportar datos relevantes sobre los riesgos específicos 

del sector de los medios de comunicación: credibilidad e independencia.

En líneas generales se puede decir que los informes de responsabilidad o sostenibilidad de las 

empresas cotizadas han mejorado en relación con la relevancia de los temas tratados. La mayoría 

de ellos llevan a cabo un análisis de materialidad identificando los riesgos propios del sector de 

los medios de comunicación y los grupos de interés. La principal carencia que siguen teniendo 

es la falta de métricas que ayuden a evaluar los objetivos de mejora y los resultados alcanzados. 

La existencia del informe de responsabilidad o sostenibilidad en las empresas no cotizadas es, hoy por 

hoy, una práctica desconocida en las empresas no cotizadas, con la sola excepción del Grupo Henneo. 

CUMPLIMIENTO PARCIAL NO CUMPLESÍ CUMPLE

COTIZADAS

40%

20%

80%

20%

60%

80%

20%

80%

2.1. Composición

2.2. Selección

2.3. Competencias

2.4. Informe

https://www.prisa.com/es/info/informes-anuales
http://www.rcsmediagroup.it/en/pages/sustainability/
https://www.vocento.com/wp-content/uploads/sites/5/2018/06/INFORME-sostenibilidad_2017_web1.pdf
https://dkumiip2e9ary.cloudfront.net/henneo-legal/Informe%20HENNEO%20Responsabilidad%20Social%20Corporativa%202018%20VF.pdf
https://dkumiip2e9ary.cloudfront.net/henneo-legal/Informe%20HENNEO%20Responsabilidad%20Social%20Corporativa%202018%20VF.pdf


PRIMERA PLANA

35

NO COTIZADAS

81%

100%

100%

94%

19%

6%

2.1. Composición

2.2. Selección

2.3. Competencias

2.4. Informe

3. Financiación

3.1. La empresa publicará la cifra de ingresos procedentes de la publicidad institucional, 

especificando la cuantía, el nombre del cliente y el porcentaje sobre los ingresos totales. 

Los medios de comunicación analizados son mayoritariamente opacos en cuanto a la información 

sobre los ingresos procedentes de la publicidad institucional. No es noticia que los medios reciben 

regularmente financiación del sector público, ya sea en concepto de subvenciones o por contratos 

de publicidad. Algunas organizaciones vienen denunciando desde hace años la opacidad y falta de 

objetividad que rodea las decisiones de inversión publicitaria15. De ahí que consideremos esencial que 

las empresas de medios hagan transparentes y públicas dichas aportaciones por el riesgo que el poder 

político, sobre todo el regional, puede representar para su independencia y credibilidad editorial. 

Entre las empresas cotizadas, el Grupo Atresmedia es el único que comunica en su Informe de 

Responsabilidad Corporativa 2018 las subvenciones (no la inversión en publicidad institucional) re-

cibidas: “Si bien Atresmedia, en su condición de medio de comunicación, recibe ayuda financiera de 

la Administración Pública, esto no menoscaba los principios de independencia y rigor inseparables 

de la actividad del grupo. En 2017 estas ayudas han ascendido a 10,57 millones de euros en 2017”.

Entre las empresas no cotizadas, eldiario.es indica que el medio recibe ingresos de becas y 

subvenciones públicas de manera puntual para proyectos de investigación y especiales, y que 

en ningún caso dichas subvenciones superan el 5% del total de ingresos. 

15 La Xunta de Galicia ha repartido doce millones a dedo a los medios en los últimos años sin cumplir las normas de contrata-
ción y subvenciones. CIVIO. Eva Belmonte. 22 de noviembre de 2016. La Generalitat Valenciana gastará 3,5 millones en la difu-
sión de su publicidad institucional, uno y medio más que hace un año. CIVIO. Eva Belmonte. 29 de Julio de 2014. La Generalitat 
repartió la publicidad del portal de transparencia solo entre medios catalanes y sin tener en cuenta la audiencia. CIVIO. Eva 
Belmonte. 18 de marzo de 2014. El Gobierno vuelve a repartir siete millones entre los medios para insertar anuncios de deuda 
pública. CIVIO. Eva Belmonte. 24 de marzo de 2014.
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En ambos casos hemos optado por dar por cumplido parcialmente este indicador por ofrecer 

las dos empresas cierta información, aunque incompleta, sobre la financiación institucional, a 

diferencia del resto de los grupos. 

3.2. La empresa publicará el nombre, la cuantía de sus anunciantes cuando estos superen 

el 5% de los ingresos totales. En el caso de que ningún anunciante supere esa cantidad, 

deberá mencionarlo. 

Por lo que respecta a los anunciantes, en esta edición ningún medio desglosa los ingresos publicitarios 

provenientes de una sola entidad cuando superan un umbral significativo en relación con los ingresos 

totales. 

Lo más destacable es que Vocento, que era el único grupo que proporcionaba información so-

bre esta materia, desglosando los ingresos publicitarios por sector de actividad (distribución, 

finanzas, automoción, etc.), especificando la cuantía y el porcentaje sobre el total e informando 

de “los volúmenes totales de negocio que representan para Vocento el conjunto de empresas del 

IBEX 35 y el sector público en el que se incluyen organismos nacionales, autonómicos y locales”, 

ha dejado de hacerlo en esta edición. 

El eldiario.es es la única compañía que proporciona cierta información relacionada con la publicidad 

y el riesgo de independencia limitándose a declarar que el medio se financia en un 35% con las apor-

taciones de los socios y que no hay ningún anunciante que supere ese porcentaje de manera aislada. 

CUMPLIMIENTO PARCIAL NO CUMPLESÍ CUMPLE

COTIZADAS

20% 80%

100%

3.1. Publicidad institucional

3.2. Anunciantes

NO COTIZADAS

6% 94%

100%

3.1. Publicidad institucional

3.2. Anunciantes
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4. Divulgación y difusión de contenidos

El área de divulgación y difusión de contenidos configura el ethos del medio de comunicación en 

la medida en que determina su calidad y excelencia editorial. En las conclusiones de nuestro in-

forme anterior, expresábamos nuestra preocupación ante la ausencia en la mayoría de los medios 

españoles de unos códigos, estatutos o manuales que marcaran unas pautas claras a los periodistas 

sobre cómo desempeñar su trabajo y cómo defender su independencia editorial ante situaciones 

de injerencia política o empresarial. 

De acuerdo con los principios de transparencia que asumimos en este informe, también seña-

lábamos la necesidad de hacer públicos de manera visible y accesible aquellos documentos que 

existen en el seno de las redacciones. Recomendábamos que esos documentos o criterios fuesen 

accesibles, no solo en las webs corporativas, a las que suelen acceder grupos de interés especiali-

zados, sino en sus cabeceras para que los lectores, en el consumo diario y regular de las noticias, 

puedan comprobar que los procesos de elaboración y difusión de los contenidos guardan unas 

garantías de integridad y credibilidad. 

Por otra parte, llamábamos la atención que de poco sirven declaraciones teóricas comprometién-

dose a defender valores y principios si esas declaraciones y compromisos no van acompañadas 

de orientaciones precisas y concretas sobre cómo proceder ante determinadas situaciones o 

conflictos. 

Una de las conclusiones del anterior informe era que si bien algunos grupos de comunicación 

mencionan en sus políticas la necesidad de proteger la libertad de expresión de los periodistas, 

no detallan los procedimientos concretos que los profesionales de la redacción pueden poner en 

marcha si se ven de facto censurados o coartados a la hora de desarrollar determinada información. 

Cuando nos hemos encontrado con estos casos hemos optado por dar por cumplido solamente de 

manera parcial los indicadores en cuestión, estimando que solo lo cumplen plenamente aquellos 

grupos que detallan y publican los criterios de actuación de manera precisa y pormenorizada.

En el caso de los contenidos patrocinados (divulgación de contenidos) nos encontramos con 

un supuesto diferente. Algunos medios, no todos, suelen indicar si un contenido está “patroci-

nado” utilizando distintas fórmulas; como, por ejemplo, incluir sin más el logo de la empresa, 

utilizar la expresión “contenido patrocinado” o la anglosajona “powered by”. En definitiva, nos 

enfrentamos con una calidoscopio de prácticas diferentes, pero sin un estándar profesional ni 

una política interna de transparencia en el etiquetado que explique con claridad la naturaleza del 

contenido: ¿Se ha remitido por el anunciante? ¿Hay libertad editorial para redactarlo? ¿Se somete 
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a la aprobación del remitente la publicación? El criterio por el que hemos optado es por no dar 

por cumplido este indicador mientras no exista por parte del medio de comunicación una política 

clara sobre el etiquetado de sus contenidos “patrocinados”. 

The Trust Project
Giles Tremlett, periodista y autor británico.

El periodismo pasa por un momento de crisis de 

confianza. Las mal llamadas fake news, los bots 

rusos y las campañas de desinformación políticas 

que encumbraron a Donald Trump al poder y die-

ron como resultado el Brexit ponen de relieve la 

magnitud de la crisis. La situación no está exenta 

de ironía. Quien más lanza proclamas advirtiendo 

sobre el peligro de las fake news es el actual pre-

sidente de EEUU, Donald Trump, que así califica el 

quehacer periodístico de reputados medios como 

el New York Times o el Washington Post. Su me-

dio de comunicación preferido es Fox News, una 

cadena de televisión cuya reputación periodística 

es de las más bajas de Estados Unidos. 

Que el presidente norteamericano descalifique 

a diario a los grandes medios liberales anterior-

mente citados no impide o incluso refuerza su 

credibilidad y buena reputación, cosa que evi-

dencia el crecimiento significativo en audiencia 

y suscriptores. Ambos periódicos, el Times y el 

Post, están viviendo un momento de euforia y 

regeneración ya que los propios fenómenos de 

Trump y de las fake news les están generando un 

círculo virtuoso de aumento de suscriptores bus-

cando información creíble, que a su vez alimenta 

los ingresos y les permite renovar y mejorar su 

apuesta por el periodismo de calidad.

El consumidor medio de noticias, sin embargo, si-

gue perdido. Las noticias le llegan por Facebook u 

otras redes sociales, como Twitter o Instagram, sin 

filtros y sin saber cuál es el origen de cada infor-

mación y cuál es su grado de fiabilidad. The Trust 

Project del Centro Markkula para la Ética Aplica-

da de la Universidad de Santa Clara (jesuita) es un 

proyecto innovador que intenta resolver el proble-

ma al que se enfrentan los lectores y usuarios en 

su consumo diario de información. Liderado por 

la periodista Sally Lehrman, y financiado por el fun-

dador de Craigslist –Craig Newmark– el proyecto 

ha elaborado un decálogo de buenas prácticas y ha 

invitado a los medios de comunicación a adherir-

se como socios. El atractivo del proyecto para los 

medios que se adhieren no es solo el de poder me-

jorar en la calidad de su actividad periodística y en 

reputación, sino también, el saber que los busca-

dores más importantes de Internet (Google, Bing 

y Facebook) tendrán en cuenta su pertenencia al 

proyecto a la hora de decidir cuáles son las noticias 

que sus usuarios ven y leen.

Desde que se creó la iniciativa en 2017, se han ad-

herido medios internacionales del prestigio del 

Economist o del Washington Post, entre otros. 

Entre sus socios en español se encuentran El País, 

El Mundo y El Universal de Venezuela. El País ex-

https://www.scu.edu/ethics/about-the-center/
https://www.scu.edu/ethics/about-the-center/
https://www.scu.edu/ethics/about-the-center/people/staff/sally-lehrman/
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plica que el Trust Project “ha definido un sistema 

de indicadores de confianza cuyo objetivo es apor-

tar, de manera automática, información sobre el 

medio, el periodista y los compromisos detrás de 

cada historia para facilitar a los lectores la identi-

ficación de noticias procedentes de un medio fia-

ble. Plataformas digitales como Google, Facebook, 

Bing y Twitter usan los metadatos de dichos indi-

cadores para distinguir más fácilmente aquellas 

noticias producidas por un medio de confianza y 

mostrarlas a sus usuarios”.

Para elaborar una lista de 37 indicadores de con-

fianza para la prensa, el Trust Project ha consulta-

do con medios de varios países y se ha apoyado 

en un informe escrito hace setenta años por la 

Comisión Hutchins en otro gran momento de des-

confianza hacía la prensa norteamericana. De los 

37, The Trust Project ha empezado por implantar 

los ocho más importantes. El País los resume así:

1. “Mejores prácticas. ¿Cuáles son los principios del 

medio? ¿Quién lo financia? ¿Cuál es su misión? Im-

plica, además, la inclusión del código ético, el com-

promiso por la diversidad, el rigor, las correcciones 

y otros estándares.

2. Experiencia del periodista: ¿Quién escribió este 

artículo? Información sobre el autor, incluyendo 

su trayectoria y los artículos publicados.

3. Tipo de trabajo:  ¿A qué género periodístico 

pertenece el artículo? Etiquetas que distinguen 

los textos de opinión, de análisis o publicitarios 

de las noticias.

4. Citas y referencias: ¿Cuál es la fuente? Para his-

torias de investigación o en profundidad, acceso a 

las fuentes detrás de los hechos y las afirmaciones.

5. Métodos de trabajo: ¿Cómo se construyó? Tam-

bién para historias en profundidad, información 

sobre por qué los reporteros decidieron seguir 

una historia y cómo abordaron el proceso.

6. ¿De origen local?  Identificar cuándo la historia 

surgió en un lugar sobre el que el medio cuenta 

con un profundo conocimiento sobre el contexto 

local o de la comunidad a la que se dirige.

7. Diversidad: ¿Cuál es el compromiso de la redac-

ción por aportar perspectivas diversas?

8. Comentarios de los lectores: Facilitar espacios 

para fomentar la participación de los lectores y 

que den su opinión”.

No se puede dudar de la bondad del proyecto. 

Resulta difícil, sin embargo, medir de manera in-

dependiente el éxito o el grado de implantación. 

Mientras el diario El País cuelga el logo del Trust 

Project en cada una de sus crónicas, es casi impo-

sible encontrar cualquier referencia al proyecto en 

la versión digital de El Universal. 

Este periodista se ha puesto en contacto con la 

fundadora de la iniciativa, Lehrman, para intentar 

aclarar sus dos dudas principales acerca del pro-

yecto: por un lado, hasta qué punto el Trust Project 

hace un seguimiento de los medios que se adhie-

ren para ver si estos han implantado realmente 

los indicadores. Por otro lado, hasta qué punto la 

lista de indicadores perjudica a los periódicos más 

pequeños, por carecer de los medios necesarios 

para su implantación. 

Lehrman explica que mientras se hace un com-

pliance check al inicio, es imposible hacer un segui-

miento detallado. “Estamos creciendo a un ritmo 

muy rápido y desarrollando un sistema de verifica-

ción automática”, explica, a la vez que aclara que 
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The Trust Project es una herramienta de transpa-

rencia y no de certificación, ya que no quiere con-

vertirse en una suerte de censor.  “No es un sello 

de aprobación, ni certificamos la credibilidad de 

medios o de trabajos periodísticos concretos”. 

Asimismo la artífice del proyecto explica que el 

papel de seguimiento podría hacerse desde la so-

ciedad civil y que cada socio tiene una persona de 

plantilla responsable de contestar cualquier duda 

que se plantee al respecto por parte del público 

lector. En cuanto a los medios pequeños asegura 

que la práctica de contrastar la información es 

igual de importante para ellos que para cualquier 

otro medio, mientras que la obligación de atender 

a las dudas, preocupaciones y reclamaciones de 

sus lectores solo requiere que haya una persona 

responsable de contestarles.

The Trust Project es sin duda un avance en la ta-

rea de informar a los lectores, no solo sobre las 

noticias, sino sobre la fiabilidad de los medios que 

las elaboran. Lo que aún no podemos anticipar, ya 

que la iniciativa es nueva, es si va a servir solo como 

una declaración de intenciones por parte de los 

medios asociados o si llegará a desarrollar un sis-

tema de vigilancia sobre sus socios, ya que algunos 

podrían quedarse con el logo como elemento de 

marketing sin hacer el esfuerzo de cumplir con 

todos los requisitos. 

A medio/largo plazo hará falta un sistema más 

robusto de vigilancia de los medios para así po-

der dar al lector la información que necesita a la 

hora de decidir cuáles son los medios en los que 

confiar. Esta tarea no puede quedar en manos de 

los gobiernos, así que corresponde a la sociedad 

civil y al mundo de la universidad implicarse más y 

desarrollar otros proyectos que, como The Trust 

Project, convierten a los lectores en consumi-

dores “activos” (y no “pasivos”) del periodismo, 

exigiendo calidad, transparencia y fiabilidad a sus 

medios.

Creación de contenidos

4.1. Contenidos de riesgo. Publicación de directrices editoriales que incluyan la definición 

explícita de los diferentes contenidos de riesgo y su tratamiento en cada caso. 

Las únicas empresas que el año pasado incluían un desarrollo parcial sobre el tratamiento de 

estos contenidos eran Atresmedia y Grupo Prisa, que mantienen la misma política este año 

en sus respectivos códigos éticos, en los códigos deontológicos de Antena 3 Noticias y La Sexta 

Noticias y en el Estatuto de la Redacción de El País. A ellos se suma este año Mediaset, que 

ha hecho público su código ético. En dicho código existe un apartado titulado Libertad de ex-

presión e independencia periodística, donde hace una referencia, si bien genérica, a la necesidad 

de respetar un correcto tratamiento de los contenidos de riesgo, atendiendo especialmente 

al honor y la intimidad de las personas. Al ser una referencia genérica, damos por cumplida 

parcialmente esta variable. 
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4.2. Respeto al honor y la intimidad. Publicación de directrices editoriales que incluyan la 

definición explícita del respeto al honor y la intimidad. 

En este apartado, tan solo cumplía en el anterior análisis Atresmedia de manera íntegra, que 

este año se mantiene igual. Esta edición se suman, Mediaset y Vocento con un apartado sobre el 

tratamiento al honor e intimidad. Mediaset lo hace en el mismo apartado de Libertad de expresión 

e independencia periodística que citamos anteriormente dentro de su Código Ético. Por su parte 

Vocento publica en 2018 dos documentos donde fija unas directrices editoriales, uno llamado 

Compromisos editoriales y el otro Compromisos periodísticos. En este último, desarrollan de manera 

muy genérica la necesidad de respetar el honor y la intimidad en el punto cuatro. 

En ambos casos hemos valorado un cumplimiento parcial por no contener una definición de honor 

e intimidad, ni unas guías más explícitas de cómo garantizar su efectivo tratamiento. 

Entre las no cotizadas, Imagina Media hace referencia también al respeto al honor e intimidad 

en su Código de Conducta que, junto con el Compromiso de Ética Empresarial, se convierten en 

dos nuevos elementos de análisis para este informe. Consideramos que, por hacerlo de manera 

genérica, cumple parcialmente con esta variable.

4.3. Veracidad de la información. Publicación de directrices editoriales que incluyan pro-

cedimientos de búsqueda de información, contraste y elaboración. 

En este indicador se ha producido una mejora en dos cotizadas gracias a haberse adherido a la 

iniciativa The Trust Project. Este proyecto, impulsado por el Markkula Center for Applied Ethics, 

ha desarrollado ocho indicadores de confianza a los que se han sumado diferentes medios de 

comunicación en todo el mundo, como The Economist, The Washington Post, y, en España, las ca-

beceras estrella de Prisa y Unidad Editorial, El País y El Mundo, respectivamente.

Esta adhesión se manifiesta en las webs de los medios en el faldón de cada noticia, que anuncia 

la expresión “Se adhiere a los criterios de The Trust Project”. El lector puede hacer un clic en el 

enlace contiguo “Más información”, que le remite a un apartado específico de la web donde las 

cabeceras han detallado los ocho criterios. En el caso de El País bajo el título de Código Ético y en 

el de El Mundo de Buenas prácticas. 

Dos de los indicadores de confianza del Trust Project se titulan Verificación de hechos y fuentes y 

Fuentes anónimas. En el diario El País, para el primer criterio se detalla que: “Las informaciones 

de que dispone un periodista solo pueden ser obtenidas por tres vías: su presencia en el lugar de 
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los hechos, la narración por una tercera persona o el manejo de un documento. El lector tiene 

derecho a conocer cuál de las tres posibilidades se corresponde con la noticia que está leyendo. 

Para ello, se citará siempre una fuente cuando el periodista no haya estado presente en la acción 

que transmite. Si la información procede de una sola persona, se hablará de ‘fuente’ en singular”.

En relación con las Fuentes anónimas se establece que: “El periodista tiene la obligación de no 

revelar sus fuentes informativas cuando estas hayan exigido confidencialidad. Excepcionalmente, 

y por causas que afecten a su honor o al prestigio profesional, podrá hacerlo, con autorización 

previa del director. Del mismo modo, y ante informaciones especialmente importantes, el director 

del periódico podrá conocer las fuentes informativas de un redactor, con el compromiso expreso 

de no revelarlas. Hay que evitar el recurso de disimular como fuentes informativas (‘según los 

observadores... ’, ‘a juicio de analistas políticos...’) aquellas que solo aportan opiniones”. 

Unidad Editorial (RCS) cumple este año íntegramente por vez primera gracias al desarrollo 

concreto del proceso de verificación en la nueva sección de buenas prácticas: 

Establece dos soluciones al problema general de las “fuentes anónimas”:

“1. Búsqueda de fuentes corroborativas. Una vez obtenido un dato fundamental de una fuente que 

haya solicitado la confidencialidad, se pueden buscar otras fuentes diferentes, que lo confirmen y 

que sí puedan ser identificadas. Probablemente este recurso sea más factible a través de fuentes 

documentales que humanas, pero el periodista tampoco debe descartar el hallazgo de alguna de 

estas últimas. 

2. Exigencia de una atribución más precisa. A menudo es posible, incluso tratándose de una fuente 

que exige la confidencialidad, pactar con ella que acepte ser identificada, si no totalmente, sí con 

una cierta precisión, que contribuirá a reforzar la credibilidad de la información ante el lector”.

Y en relación con la Verificación de hechos y fuentes establece que: “Cada vez que un periodista 

cuestiona el material que le entregan, lo verifica, lo completa, lo corrige con nuevos testimo-

nios –siempre que sea posible, de fuentes independientes– o datos documentales, también 

está dando ese salto. Más aún cuando prácticamente toda la información se nutre de material 

descubierto por la iniciativa directa del periodista; es decir, cuando se realiza reporterismo de 

investigación. Aceptar ciegamente los datos que suministra una fuente interesada sin contras-

tarlos y completarlos (o desmentirlos, si viene al caso) es una falta profesional tan frecuente 

como injustificable”.
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Además de Unidad Editorial, consideramos que también cumple íntegramente con esta exigencia 

Mediaset pues, por una parte, se compromete de manera genérica con el principio de veracidad 

en el Código Ético (“Los periodistas de Mediaset España realizan su trabajo en el más estricto 

cumplimiento de los principios de veracidad, objetividad e independencia en la información que 

transmiten”), y lo refuerza con unas directrices concretas en la sección de Gestión de Contenidos 

Informativos del Informe Corporativo 2017 afirmando que: “La inmediatez de la información difun-

dida cada vez más a través de las redes sociales obliga a los medios a filtrar, contrastar e informar 

en el mínimo periodo de tiempo y sin descuidar el rigor informativo necesario. Para ello, la redac-

ción de los informativos de Mediaset España comprueba la fuente y procura contrastarla con una 

segunda fuente, y en caso de no tener la seguridad de que las imágenes puedan ser reales, estas 

no se emiten”. A continuación, en esta misma sección, se añade la siguiente directriz sobre qué 

tratamiento dar a las fuentes: “Citación de las fuentes cuando son públicas y consienten en ser 

citadas; confidencialidad de las fuentes cuando así lo solicitan”.

Vocento recibe una valoración parcial de cumplimiento, al hacer alusión a la veracidad en su 

documento Compromisos editoriales aunque de manera genérica: “Los trabajos periodísticos solo 

contendrán mensajes rigurosos y veraces”. Y en el de Compromisos periodísticos se establece que 

“garantizarán la pluralidad de opiniones y el contraste de varias fuentes cuando fuere necesario”. 

4.4. Libertad de expresión. Publicación de directrices editoriales sobre procedimientos que 

garanticen la libertad de expresión a los profesionales del medio. 

Quisiéramos rectificar la evaluación parcial que dimos el año pasado al Grupo Prisa en este apar-

tado. Consideramos que lo cumple íntegramente al contemplar un procedimiento exhaustivo para 

salvaguardar la libertad de expresión de sus periodistas en la sección Cambio de línea editorial y 

Cláusula de conciencia del Estatuto de la Redacción. Los artículos 5, 6, y 7 detallan un procedimiento 

para invocar la cláusula de conciencia por parte de cualquier miembro de la redacción. 

De hecho, el Estatuto de la Redacción del Grupo Prisa es uno de los referentes en el sector, y 

marca un hito fundamental en la protección de las redacciones frente a presiones empresariales 

o políticas. Según documenta la catedrática de comunicación y colaboradora de este informe 

Carmen Cobo en su artículo La ordenación de las relaciones profesionales en los medios informativos 

españoles, existen cinco medios de titularidad privada que secundaron a El País y realizaron sus 

propios Estatutos de la Redacción: La Voz de Galicia, El Mundo, El Periódico de Cataluña y La Van-

guardia. Sin embargo, a los efectos de este informe solo podemos dar por válidos aquellos que 

se han publicado de manera visible y accesible en las páginas webs de los respectivos medios 

de comunicación. 
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Atresmedia, Mediaset y Vocento cumplen este año de manera parcial por hacer referencias a la 

libertad de expresión. En el caso de Atresmedia, establece en su Informe Anual y de Responsabilidad 

una sección sobre veracidad y pluralidad y otra de defensa de los derechos humanos donde está 

presente la necesidad de promover la libertad de expresión. Han constituido dos comités editoria-

les que tienen el deber de velar por la independencia y pluralidad de los profesionales del grupo. 

Mediaset hace referencias genéricas tanto en su Código Ético como a lo largo de todo su Informe 

Anual Corporativo sobre la necesidad de respetar el principio de libertad de expresión, que tan 

solo podrá limitarse para salvaguardar los principios de honor e intimidad. En el informe llama 

la atención que existan apartados titulados Libertad de expresión en cada una de las productoras 

que proveen de contenidos a Mediaset. En uno de estos apartados se dice lo siguiente: 

“Gran parte de los programas producidos por La Fábrica de la Tele tienen un importante com-

ponente de opinión y debate. Se procura que los asuntos a abordar integren distintas perspectivas 

y que las posturas se encuentren equilibradas. Desde esta perspectiva, se considera un valor fun-

damental que quienes intervengan ejerzan sin más restricciones que las legalmente establecidas 

a su derecho a la libertad de expresión. Como quiera que efectivamente la libertad de expresión 

también encuentra límites en el debate público, a todos los colaboradores y/o participantes de 

los programas se les advierte, incluso con la incorporación de estipulaciones contractuales es-

pecíficas, sobre la necesidad de no incurrir en transgresiones en los derechos a la intimidad o al 

honor de terceros”.

Sin embargo, se echa en falta procedimientos concretos, como el que contempla el Estatuto de la 

Redacción de El País, para proteger a un periodista en el ejercicio de la libertad de expresión frente 

injerencias externas (compañías o gobiernos) o internas (la propiedad o dirección). 

Por su parte, Vocento hace también referencias muy genéricas a la libertad de expresión en su 

Código Ético. Al ser propietario de numerosas cabeceras de ámbito regional, cabría la posibilidad 

de que existieran códigos deontológicos diferentes para cada cabecera donde se establecieran 

procedimientos más detallados, pero no hemos considerado oportuno comprobar si disponen 

de dichos códigos deontológicos, salvo en el caso de ABC, la cabecera más influyente y general 

del grupo, que carece del mismo. 

4.5. Conflictos de intereses periodistas. Publicación de directrices editoriales y procedimien-

tos para garantizar la independencia y el conflicto de intereses de los periodistas: regalos, 

pagos, colaboraciones, amistades, viajes, etc.
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Todas las empresas cotizadas, menos Unidad Editorial, contemplan en sus respectivos códigos éticos 

una sección específica de conflictos de intereses de sus empleados. De ahí que hayamos decidido valo-

rar positivamente, aunque de manera parcial, a las cuatro cotizadas. Sin embargo, se echa en falta un 

desarrollo específico de los conflictos de intereses que pueden afectar a los periodistas como colectivo 

en el ejercicio de su profesión (invitación a viajes, a conferencias, a cenas, etc.). 

Por lo que respecta a las no cotizadas, cumplen parcialmente con este criterio el Grupo Heraldo, 

Imagina Media y Grupo Zeta, al desarrollar la política de aceptación y entrega de regalos en sus 

respectivos códigos éticos. 
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Estatutos de redacción e independencia 
Carmen Fuente Cobo, profesora titular de Periodismo, Centro Universitario Villanueva

El grado de autonomía de los periodistas den-

tro y fuera de las empresas de medios suele ser 

utilizado como indicador de la existencia efec-

tiva de libertad de información. Así lo señala la 

UNESCO en su primer informe de Tendencias 

mundiales en libertad de expresión y desarro-

llo de los medios, publicado en 2014, y así se re-

fleja en iniciativas y proyectos como el Media 

for Democracy Monitor (MDM), que analiza la 

calidad de los medios en varios países a partir 

de 26 indicadores, entre los que destaca la inde-

pendencia de los medios informativos frente al 

poder y, como un subindicador vinculado a este, 

la existencia de normas en la empresa que pro-

tejan a la redacción y al personal editorial fren-

te a presiones internas y externas. La existencia 

dentro de las empresas periodísticas de políti-

cas y garantías de protección de la indepen-

dencia de sus periodistas es utilizado también 

como indicador de la RSC de estas empresas y 

el suplemento sectorial para medios de Global 

Reporting Iniciative incluye como indicador del 

grado de compromiso de estas empresas con su 

independencia editorial la existencia de comités 

de ética y consejos editoriales.

Esta autonomía de los periodistas se refiere 

tanto a los individuos como a las estructuras 

en las que estos actúan profesionalmente esto 

es, las redacciones de los medios informativos, 

verdadero “agente moral” y entorno de so-

cialización ética del periodista. La protección 

de la independencia de las redacciones frente 

a presiones internas y externas es uno de los 

objetivos principales de los denominados Es-

tatutos de Redacción, instrumentos de auto-

rregulación recomendados por el Consejo de 

Europa en su resolución 1003 sobre ética del 

periodismo aprobada el 1 de julio de 1993. El 

texto de esta resolución, conocida como Código 

Europeo de Deontología Periodística, se refie-

re expresamente a los Estatutos de Redacción 

de la siguiente manera: “En el interior de la em-

presa informativa deben convivir los editores, 

propietarios y los periodistas. Para ello es ne-

cesario la elaboración de estatutos de la redac-

ción periodística con la finalidad de ordenar las 

relaciones profesionales de los periodistas con 

los propietarios y editores en el interior de los 

medios de comunicación, con independencia de 

las obligaciones laborales. Dentro de estos esta-

tutos se podrá prever la existencia de comités 

de redacción”.

Los Estatutos de Redacción son, por tanto, ins-

trumentos que ordenan las relaciones entre los 

diferentes agentes que intervienen en la confi-

guración del producto informativo: la propiedad 

de la empresa, sus directivos, y los periodistas y 

profesionales que participan de manera directa 

en la elaboración de información. Detallan los 

derechos y deberes de los periodistas y los me-

canismos y procedimientos de representación 

profesional habilitados para que su voz pueda 

oírse de manera organizada. En el caso español, 

estos organismos de representación profesional 

han recibido la denominación genérica de Comi-

tés de Redacción, aunque en algunos medios se 
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han denominado de otras maneras (Consejos de 

Redacción y Consejos de Informativos), funda-

mentalmente para evitar cualquier confusión 

terminológica y conceptual con los Comités de 

Empresa, de representación laboral.

En España son escasos los medios que cuentan 

con Estatuto de Redacción y con Comités de re-

presentación profesional. El primer Estatuto de 

Redacción fue el del diario El País (1980), en el 

que se inspiró posteriormente La Voz de Galicia 

(1988). Siguieron después El Mundo (1990), El 

Periódico de Catalunya (1993), Radio Televisión 

Valenciana (1996) y La Vanguardia (2001). Con 

el inicio del nuevo siglo, se pusieron en marcha 

Estatutos de Redacción y Comités profesiona-

les en las principales corporaciones de medios 

públicos: Corporación Catalana de Medios Au-

diovisuales (2002), Radio Televisión Andaluza 

(2006), EFE (2006), Corporación RTVE (2008) 

y, unos años más tarde, la radiotelevisión vasca 

EITB (2012). 

A pesar de que en alguno de los medios citados 

tanto el estatuto de redacción como los órga-

nos internos de representación profesional han 

dejado de estar activos, en el resto de redaccio-

nes todavía se mantiene vivo el discurso de la 

independencia profesional, como refleja una 

investigación realizada en 2014 con entrevis-

tas en profundidad a miembros de Comités de 

Redacción de los principales medios españoles 

(TVE, CRTVE Interactivos, EFE, TV3, EiTB, El 

País, El Periódico de Catalunya, La Vanguar-

dia y CRTVA). De acuerdo con los testimonios 

recogidos en dichas entrevistas, la agenda de 

temas tratados por los Comités de Redacción 

es amplia y cubre cuestiones tanto de organiza-

ción redaccional que afectan a la calidad de los 

contenidos, como, sobre todo, situaciones en 

las que se ve comprometida la misión del medio 

y la independencia de sus profesionales: apoyo 

a compañeros agredidos en el ejercicio de su 

labor o presionados por partidos políticos; po-

líticas corporativas que llevan a que información 

y publicidad no estén adecuadamente separa-

das; diferenciación entre información y opinión; 

recomendaciones ante coberturas complejas 

(infancia, violencia de género, suicidios, etc.); 

rechazo a prácticas contrarias a la libertad de 

información como las ruedas de prensa sin 

preguntas; y, en el caso de los medios públicos, 

hacer frente a desviaciones u omisiones en la 

condición de servicio público informativo del 

medio.

Si atendemos a la génesis de los Estatutos de 

Redacción en las diferentes empresas de medios 

que los han adoptado, se observa que su puesta 

en marcha solo es posible cuando se produce 

una confluencia de voluntades de todas las par-

tes implicadas. Representan, en este sentido, un 

modelo de integración del gobierno corporativo 

y el gobierno informativo que se sostiene en el 

tiempo únicamente en la medida en que dicha 

confluencia de voluntades también se mantiene, 

lo que a su vez requiere una institucionalización 

que no siempre se produce. Uno de los ejemplos 

más notables de pervivencia es el caso del dia-

rio El País, cuyo estatuto de redacción fue im-

pulsado desde la redacción como movimiento 

defensivo ante la toma de posición de un grupo 

de accionistas de la sociedad editora del diario 

a partir de 1978, aparentemente encaminado a 
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forzar un cambio en la dirección del diario y de 

la empresa, que se percibía como excesivamen-

te progresista. Así lo relataba el editor Jesús de 

Polanco en una entrevista publicada en 1996 en 

la que contaba cómo gracias a este conflicto 

se fortalecieron los lazos con la redacción, se 

escribió el Libro de Estilo y se creó el Estatuto 

de la redacción, en 1980, para defender la inde-

pendencia de los profesionales del periódico. La 

sintonía del editor con la redacción del diario 

funcionaba también de abajo arriba, reflejaba la 

nota publicada por el Comité de Redacción de 

El País con motivo del fallecimiento de Jesús de 

Polanco, que titularon Un apoyo para los perio-

distas y en el que recordaban que el editor, junto 

con el resto de consejeros de administración y 

con el director fundador, Juan Luis Cebrián, ha-

bía impulsado la labor del comité de redacción 

desde su nacimiento.

Una de las cuestiones relevantes de los comités 

de redacción es precisamente su carácter de ór-

gano de representación de carácter profesional 

de todos aquellos que, en el seno de las empre-

sas de medios, desempeñan funciones que tienen 

que ver con la producción informativa. La puesta 

en marcha de estatutos de redacción implica, por 

tanto, el reconocimiento dentro de estas em-

presas de un colectivo diferenciado del resto de 

ámbitos de producción (talleres, administración, 

etc.) que se rige por normas cuyo cumplimiento 

se entiende que afecta de manera directa a la ca-

lidad informativa del medio. 

Al subrayarse que se trata de las relaciones profe-

sionales, se insiste a la vez en que queda fuera de los 

objetivos y contenidos de los estatutos la ordena-

ción de las relaciones de carácter sindical y laboral. 

Así se enuncia en el artículo 1 del primer estatuto de 

redacción y así se ha mantenido en los siguientes 

estatutos, algunos de los cuales no solo señalan esta 

separación entre el ámbito profesional y el estricta-

mente laboral y sindical, sino que añaden además 

un mandato expreso, de carácter genérico, de no 

interferencia entre dichos ámbitos.

Entre los derechos recogidos en los estatu-

tos con el fin de preservar su independencia 

al servicio del derecho a la información de la 

ciudadanía se incluye la cláusula de concien-

cia, los derechos del periodista o informador 

audiovisual sobre su firma y sobre la integridad 

de su trabajo, y derecho al secreto profesional. 

Además de los indicados, que constituyen el 

núcleo central de los derechos profesionales, 

la mayoría de los estatutos han ido ampliando 

el elenco de derechos, incluyendo entre otros 

el de proponer la rectificación de informacio-

nes propias o de terceros si se han identificado 

errores; a conocer y opinar sobre rectificacio-

nes realizadas a sus propios trabajos; a la asis-

tencia letrada, incluido el pago de gastos pro-

cesales; a la firma de los propios trabajos, que 

puede ser exigido recurriendo al amparo del 

comité de redacción; a una carrera profesio-

nal dentro de la empresa basada en criterios 

transparentes (adscripción a puestos según 

méritos y capacidades); a no ser cambiado de 

funciones o coberturas informativas habitua-

les sin una causa informativa y profesional que 

lo justifique; y a negarse a realizar informacio-

nes para otros medios de comunicación salvo 

en cumplimiento de convenios o contratos 

firmados por el propio medio.
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A pesar de que algunas encuestas realizadas 

entre periodistas ponen de manifiesto el fuerte 

respaldo que tiene la idea de la representación 

profesional como mecanismo de autorregula-

ción en el seno de las empresas informativas, 

hasta la fecha no ha prosperado más allá de los 

medios indicados. E incluso en estos, la investi-

gación realizada a finales de 2014 refleja que las 

páginas webs de RSC, memorias anuales, memo-

rias de RSC y apartados concretos de los planes 

estratégicos de las empresas que cuentan con 

estatuto de redacción y comités de redacción 

apenas mencionan estos instrumentos, con ex-

cepciones destacadas como la del propio Grupo 

Prisa. 

En definitiva, la integración de gobierno corpo-

rativo e informativo todavía debe ir un paso más 

allá, en un proceso que necesariamente debe 

pasar por su consolidación en el ámbito de los 

principios nucleares de la empresa informativa, 

cuya garantía y vigilancia no puede ni debe co-

rresponder únicamente al órgano de represen-

tación profesional.

Divulgación de contenidos

4.6. Etiquetado de contenidos patrocinados. Publicación de directrices editoriales y proce-

dimientos para regular la relación con los anunciantes con el fin de garantizar la integridad 

e independencia editorial y comunicar con transparencia los contenidos editoriales patro-

cinados o de pago (branded content). 

En el apartado de divulgación de contenidos, las empresas han avanzado muy poco con respecto 

al año pasado. Ninguna, salvo el caso de Atresmedia y Vocento, contiene una mínima referencia 

a que los medios deben indicar el tipo de contenido que ofrecen a sus lectores, radioyentes o 

telespectadores. 

Atresmedia continúa con el mismo planteamiento que en el anterior informe, es decir, contem-

pla la necesidad de separar los contenidos periodísticos de los publicitarios, pero no desarrolla 

cómo han de indicarlo expresamente a las audiencias. Vocento se suma este año con una refe-

rencia similar a la de Atresmedia. Ambas cumplen parcialmente. 

“Si bien algunos medios siguen la práctica de etiquetar los branded content, acuñando alguna 

terminología (patrocinado, by powered, remitido, etc.), ninguno explica el significado de esas 

etiquetas por lo que hemos dado por incumplido en todos estos casos el indicador”.
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4.7. Protección de los lectores. Publicación de directrices editoriales que garanticen la rec-

tificación en los supuestos de falsedad o error y la posibilidad de ofrecer su versión de los 

hechos a las personas afectadas por las noticias. 

En esta área ha habido una mejora sustancial en las cotizadas, sobre todo gracias a la iniciativa 

del Trust Project. 

En el caso de Prisa cumple íntegramente al asumir El País los criterios del Trust Project, que 

desarrollan tres elementos de protección efectiva de los lectores: el defensor del lector, la cartas 

al director y una sección de comentarios donde los lectores pueden expresar sugerencias, dudas, 

quejas y cualquier observación relativa a los artículos publicados por el diario. Se añade además 

una política de correcciones. 

Lo mismo cabe decir de El Mundo, propiedad de Unidad Editorial (RCS). Al haberse adherido 

al Trust Project, ha desarrollado una sección de Comentarios donde incluye diversos canales 

para que los lectores del diario se comuniquen con el equipo editorial: a través de los pro-

pios artículos, de las redes sociales, del equipo de moderación, chats en directo semanales, 

buzón de correo electrónico, un teléfono y un formulario específico. También existe una 

política de rectificación, donde se explica que se podrá solicitar la rectificación en los siete 

días naturales tras la publicación del contenido, y que esta se hará pública en los tres días 

siguientes a ser recibida. 

Vocento ha desarrollado una política general de relación con las audiencias en su Informe de 

sostenibilidad y menciona, también de manera muy general, en su documento de Compromisos 

periodísticos su deber de rectificar “los posibles datos o afirmaciones erróneas”. Sin embargo, 

consideramos que cumple parcialmente este indicador, pues su grado de compromiso resulta 

muy genérico, sobre todo si se compara con las otras editoras de diarios, que, al adherirse 

al Trust Project, han llevado a cabo un esfuerzo mucho mayor de creación de políticas de 

relación con lectores.

En el caso de las televisiones, canalizan la participación de las audiencias sobre todo a través de 

Internet. Atresmedia cumple este año íntegramente con la variable al señalar que la audiencia 

es uno de los grupos de interés prioritarios y al haber incluido en su Informe anual corporativo 

cuatro vías para su participación efectiva: a través de un buzón de correo electrónico, a través de 

un teléfono de atención al público, a través de las redes sociales y a través de grupos de discusión 

con muestras de la audiencia. 
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Mediaset también desarrolla íntegramente en su Informe anual corporativo varios apartados donde 

menciona la obligación de rectificación, y detalla en la sección Gestión de contenidos en Internet 

los canales con los que cuentan las audiencias para hacer llegar sus comentarios y sugerencias. 
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Branded content y transparencia en el etiquetado

La transformación digital de los medios ha produ-

cido numerosos efectos que afectan tanto al mo-

delo de generar ingresos como a la autoría de los 

contenidos editoriales. Cuando el principal soporte 

era el papel impreso distinguir entre contenidos pu-

blicitarios y editoriales era muy sencillo. La mayoría 

de los anunciantes se inclinaban por los anuncios 

convencionales dirigidos a promocionar sus pro-

ductos o reforzar su notoriedad. Si el anunciante 

quería publicar un texto en el periódico no había 

especiales problemas, lo pagaba y en las páginas del 

periódico se incluía un aviso que aclaraba que era 

un texto remitido o un publirreportaje. La distinción 

entre los contenidos editoriales y publicitarios era 

muy clara. El auge del branded content ha puesto 

las cosas más difíciles, pues se trata de transmitir 

de manera sutil a las audiencias un contenido re-

levante, entretenido o interesante, de aspecto no 

publicitario, generado por una marca para conectar 

con su audiencia. 

Este formato no plantea especiales conflictos éti-

cos siempre que la audiencia tenga claro que se 

trata de un contenido pagado por el anunciante. 

Es decir, el lector tiene derecho a saber que existe 

una contraprestación de por medio y el periódico 

tiene la obligación de comunicarlo con claridad. 

Que el contenido esté pagado por el anunciante 

no quiere decir, necesariamente, que el contenido 

esté elaborado por este. Existen básicamente dos 

modalidades de branded content. 

En la primera modalidad el anunciante redacta y re-

mite el texto al periódico y este lo publica sin altera-
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ciones. En la segunda modalidad, el anunciante y el 

medio acuerdan determinados contenidos a publi-

car y los redactores tienen libertad para redactarlo 

con el enfoque que consideren oportuno. En este 

último caso, el control sobre los contenidos edito-

riales lo tiene el periódico. 

Todos estos criterios, que rigen las distintas mo-

dalidades, deberían deberían estar aprobados y 

ser conocidos y accesibles para los periodistas, 

anunciantes y lectores. Lo cierto es que ninguno 

de los grupos de comunicación ha aprobado una 

política expresa sobre transparencia y etiquetado 

de los branded content. Los medios se limitan a 

incluir en su noticia una etiqueta con diferentes 

denominaciones: contenido patrocinado, by 

power, remitido o el logo de la marca. 

No basta, sin embargo, con publicar una etiqueta 

que nadie sabe qué significado puede tener des-

de el punto de vista de la autoría y control de los 

contenidos editoriales. Es hora de que los medios 

comiencen a abordar con la seriedad debida estos 

temas, informen con transparencia a sus lectores 

y protejan la credibilidad e independencia de sus 

redactores. 

5. Cumplimiento

5.1. La empresa informará sobre el sistema para verificar el cumplimiento de sus políticas 

y procesos relacionados con la protección de la credibilidad e independencia.

Quizás ningún área como la de cumplimiento exprese de manera más patente la dualidad existente 

en las empresas de comunicación entre la actividad editorial y la empresarial. El área de cum-

plimiento (compliance) es relativamente nueva en España16 y, como es conocido, comprende el 

conjunto de procedimientos y buenas prácticas adoptados por las organizaciones para identificar 

y clasificar los riesgos operativos y legales a los que se enfrentan y establecer mecanismos inter-

nos de prevención, gestión, control y reacción frente a los mismos. El desarrollo de esta área ha 

estado muy vinculado a la reforma de la ley penal que extendió la responsabilidad a las personas 

jurídicas. El importante desarrollo que ha tenido en las empresas el área de cumplimiento se 

debe a la necesidad de blindar a las compañías (especialmente sus consejeros) frente a posibles 

responsabilidades penales de sus trabajadores derivadas de la falta del debido control. 

Estas circunstancias han hecho que la mayoría de las empresas, incluidas las de medios de comu-

nicación, entiendan el área de cumplimiento como una función centrada, casi exclusivamente, 

16 La Asociación Española de Compliance (Ascom) apenas cuenta con cuatro años. Constituida en mayo de 2014, su función es profesiona-
lizar la función y de establecer un canal de interlocución con las instituciones.
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en la gestión de riesgos legales, obviando el control de las políticas o códigos deontológicos que 

no proceden de una exigencia legal sino de la autorregulación del sector o de la propia empresa.

Como ya explicamos en el informe del año pasado, los mecanismos que utilizan las empresas del 

sector de los medios de comunicación para especificar sus compromisos y políticas en relación con 

la credibilidad y la independencia se suelen concretar en los códigos éticos o deontológicos (no 

es necesario que se adopte el término de código, lo que debe quedar claro es que el medio asume 

una serie de criterios de calidad en el proceso editorial tendentes a garantizar la credibilidad e 

independencia). Por tanto, el primer aspecto a analizar en relación con el área de cumplimiento 

es si los contenidos relativos a la protección de la credibilidad e independencia se encuentran 

desarrollados en algún documento, ya se trate de un código ético propio o un código del sector. 

Una vez asegurado que existen unas políticas o criterios relacionados con la elaboración de con-

tenidos editoriales expresamente aprobado, el segundo elemento será comprobar si la empresa 

dispone de sistemas concretos que supervisen específicamente los aspectos mencionados.

El análisis de los grupos de comunicación cotizados muestra diferencias sustanciales a la hora 

de abordar esta exigencia.

El grupo Atresmedia informa de los códigos éticos en el ejercicio de la profesión detallando los 

códigos deontológicos de Antena 3 Noticias y de la Sexta Noticias; así mismo, informa que para 

velar por la independencia y pluralidad de los profesionales y el rigor, objetividad y veracidad 

en el desempeño de sus tareas para la creación y selección de contenidos existen dos comités 

editoriales: un comité semanal que revisa de forma exhaustiva los contenidos de los canales, 

prestando especial atención a la independencia de los profesionales y a la representación de to-

das las corrientes de opinión y pluralidad de ideas; y un comité mensual que toma decisiones en 

cuanto a los principios y formas de actuación en todos los canales de Atresmedia, basado en las 

observaciones realizadas por el comité semanal.

Mediaset informa que está adherida al código de autorregulación e infancia. Por otra parte, la 

empresa ha aprobado un Código ético, si bien las cuestiones relacionadas con la independencia y 

credibilidad editorial no se encuentran muy desarrolladas. En su Informe Anual Corporativo 2017 

es donde proporcionan un mayor detalle de los procesos para gestionar sus compromisos con la 

credibilidad e independencia editorial. La empresa detalla que para la gestión de los contenidos 

de sus informativos cuenta con: un comité editorial semanal, con los máximos responsables de 

la compañía para repasar los hitos informativos; reuniones diarias de redacción para repasar los 

contenidos a emitir, así como los contenidos emitidos, analizando aquellos que no se hubiesen 

ajustado al planteamiento editorial previamente definido; un control diario de la emisión de con-

http://tvinfancia.es/tvinfancia/
https://album.mediaset.es/file/10002/2017/09/22/thearchive_cd34.pdf
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tenidos sujetos a propiedad intelectual; citación de las fuentes cuando son públicas y consienten 

en ser citadas, y confidencialidad de las fuentes cuando así lo solicitan.

El Informe de Responsabilidad Social y Sostenibilidad de 2018 de Prisa, en el apartado relativo a la 

Elección de Contenidos, detalla, refiriéndose a El País, las responsabilidades de la línea editorial, 

que corresponden al director, también se especifican las condiciones para el nombramiento 

del director de El País, que requieren solicitar la opinión a la redacción, aunque esta no sea 

vinculante. El marco de relaciones entre la sociedad editora y los profesionales del periódico 

viene regulado en el Estatuto de Redacción. El estatuto establece que El País “rechazará cualquier 

presión de personas, partidos políticos, grupos económicos, religiosos o ideológicos que traten 

de poner la información al servicio de sus intereses. Esta independencia y la no manipulación 

de las noticias son una garantía para los derechos de los lectores, cuya salvaguarda constituye 

la razón última del trabajo de redacción”. El estatuto establece que “el director de El País debe 

convocar, al menos mensualmente, una reunión con el Comité de Redacción, que le traslada-

rá cuantas consultas, iniciativas y conflictos hayan surgido en la redacción sobre cuestiones 

profesionales”.

El Libro de Estilo es el documento que establece los procedimientos y criterios para garantizar 

la credibilidad e independencia editorial, discriminando los rumores de la noticia comprobada 

o distinguiendo la información de la opinión, que siempre deben aparecer claramente diferen-

ciadas. El Libro de Estilo establece también premisas sobre la firma de informaciones, si están 

elaboradas en el terreno o de qué fuente provienen, tanto para el texto como para el material 

gráfico, con el fin de evitar posibles manipulaciones. En el Informe de Responsabilidad Social y 

Sostenibilidad 2018 también se mencionan (página 77) algunos criterios para gestionar posibles 

conflictos de intereses. Es una pena, sin embargo, que el Libro de Estilo haya dejado de ser ac-

cesible a través de la web.  

El Grupo Vocento cuenta con un Código ético, pero el contenido del mismo no incluye la parte 

relativa a la elaboración de contenidos editoriales. La parte relativa a los contenidos editoriales 

está incluida en dos documentos denominados Compromisos periodísticos y Compromisos editoriales. 

Se trata, en cualquier caso, de textos muy genéricos, más bien declaraciones de principios, que 

no contienen el grado de detalle y precisión que requiere la actividad editorial y que, por tanto, 

no proporcionan criterio práctico alguno.

El Grupo RCS Media tiene aprobado un Código ético pero en el mismo no se desarrolla 

ningún contenido ni se proporciona orientación alguna sobre la independencia y credibilidad 

editorial. 

https://www.prisa.com/es/info/informes-anuales
https://www.vocento.com/wp-content/uploads/sites/5/2016/12/C%C3%B3digo-%C3%89tico-VOCENTO.pdf
https://www.vocento.com/vocentocom/wp-content/uploads/sites/5/2018/05/compromisos-periodisticos.pdf
https://www.vocento.com/vocentocom/wp-content/uploads/sites/5/2018/05/compromisos-editoriales.pdf
http://www.rcsmediagroup.it/en/wp-content/uploads/sites/2/doc/2014-12/CODICE-ETICO-Gruppo-RCS_English-version.pdf
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En cuanto a las empresas no cotizadas, ninguna de ellas ofrece información sobre los sistemas o 

procesos relacionados con la protección de la credibilidad e independencia editorial. 

5.2. La empresa informará de la formación impartida a sus empleados sobre los principios 

y los códigos éticos. Deberá informar sobre el modelo de formación, el número de personas 

formadas y el volumen que representa sobre el total.

La mayoría de las empresas que cotizan en su informe de sostenibilidad o responsabilidad de-

dican un apartado a informar sobre los empleados17, pero la información que proporcionan 

no especifica los contenidos sobre temas éticos o deontológicos relacionados con la actividad 

editorial.

Atresmedia es el único grupo que proporciona una información desglosada sobre los contenidos 

de formación en su Informe de Responsabilidad Corporativa 2017 incluyendo una mención a las 

políticas editoriales y el número de horas (página 121). Aunque el Grupo Vocento menciona la 

formación en temas de ética en su Informe de Responsabilidad, aclara que se trata de “riesgos pe-

nales en el marco de la actividad laboral de sus empleados y directivos” (página 20). El apartado 

que dedica en su informe a la Formación periodística se refiere a la formación externa que imparte 

en colaboración con algunos centros académicos.

5.3. La empresa dispondrá de un canal de denuncia anónimo gestionado por una entidad 

externa e informará sobre su funcionamiento y los resultados anuales. 

Aunque la mayoría de las empresas cotizadas disponen de un canal ético o de denuncias, el ámbito 

del mismo se refiere a la denuncia de malas prácticas financieras, contables, comerciales o de 

cumplimiento normativo, sin incluir las derivadas del incumplimiento de los criterios deontoló-

gicos referidos a la actividad propiamente editorial. 

Atresmedia no informa de las características de su canal de denuncias y consultas ni en 

su Código de Conducta ni en el Reglamento del Comité de Cumplimiento Normativo. Mediaset 

lo menciona en su Informe de Responsabilidad Corporativa, expresando que “las denuncias 

deberán plantearse de forma individual y personal” y añadiendo que en el año 2017 no se ha 

recibido ninguna denuncia. 

17 La información sobre los empleados y, en concreto, sobre la inversión en formación, constituye uno de los contenidos obligatorios de las 
metodología del Global Reporting Initiative (GRI).
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Prisa es la compañía que más visible tiene el canal de denuncias en su web, especificando que el 

ámbito se refiere a malas prácticas financieras, contables, comerciales o de cumplimiento normativo 

cometidas por empleados o sociedades del grupo. El canal es anónimo y confidencial. No se concreta 

si la gestión del mismo es externa. El Grupo Vocento es el único que cumple las exigencias formales 

de que el canal sea anónimo y gestionado por una entidad externa: el Canal ético es la vía mediante 

la cual los empleados pueden comunicar de forma anónima, si lo desean, cualquier conducta irre-

gular o contraria al Código ético que observen en la gestión de sus sociedades. También aclaran que 

la recepción y gestión de comunicaciones y denuncias al Canal ético se encuentra externalizada. 

En el grupo de empresas no cotizadas hay tres que mencionan tangencialmente la existencia de 

un canal de denuncias. El Grupo Henneo informa en su web del Código ético y del Canal ético y de 

cumplimiento. Imagina Media remite a la web de Mediapro en donde publica información sobre 

su Código ético, aunque sin mencionar la existencia de ningún canal. Por último, el Grupo Zeta 

publica en su web el Código ético en el que menciona la existencia del canal de denuncias.
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https://www.prisa.com/es/info/codigo-etico
https://www.henneo.com/responsabilidad-social/corporate-compliance/codigo-etico/
https://www.henneo.com/responsabilidad-social/corporate-compliance/codigo-etico/
https://www.mediapro.tv/static/pdf/codigo_conducta_imagina.pdf
http://www.grupozeta.es/codigo-etico/
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Conclusiones y recomendaciones

Las conclusiones y recomendaciones del informe de este año coinciden sustancialmente con las de 

la edición del pasado año, con algunos ligeros matices. La primera conclusión, como señalamos en 

la introducción, es que los grupos de comunicación españoles siguen sin ser muy conscientes de 

los riesgos que afectan a su credibilidad e independencia editorial. Ninguno de los veinte medios 

analizados ha obtenido la calificación de transparente, quedándose a bastante distancia de la pun-

tuación mínima requerida (24 puntos) para obtener dicha calificación.

Como se aprecia por los resultados, existe una gran diferencia en la información que hacen pú-

blica en la web los grupos cotizados y no cotizados. Las distintas exigencias legales aconsejan 

diferenciar con claridad los dos grupos. En efecto, los grupos cotizados están obligados legalmente 

a informar sobre los titulares de la propiedad y el funcionamiento de su órgano de gobierno, a 

diferencia de los grupos no cotizados, en los que la publicación de esa información tiene ca-

rácter voluntario. Por otra parte, la necesidad de informar a sus accionistas e inversores sobre 

las diferentes áreas de desempeño de la empresa estimula que los grupos cotizados publiquen 

información de carácter no financiero relacionada con la gestión de sus principales riesgos. Por 

último, su mayor dimensión es un elemento que favorece el desarrollo de sistemas de informa-

ción y control. No hay que olvidar que la divulgación de información y la existencia de controles 

internos implican siempre un coste y este, en principio, resulta más asumible para las empresas 

que tienen mayor dimensión y estructura.

La mayor transparencia de los grupos cotizados, sin embargo, no se traduce en una mayor eficacia 

a la hora de gestionar los riesgos que puedan afectar a su credibilidad e independencia editorial. 

El hecho de que una empresa informativa cotice en la bolsa le expone, por el contrario, a mayores 

riesgos al estar sometida a las presiones de sus actuales o potenciales accionistas. Como recuerda 

toda la literatura especializada, las empresas periodísticas cotizadas están sujetas a una continua 

exigencia por aportar valor a sus accionistas y esa exigencia cortoplacista no siempre se compadece 

con la necesidad de proteger la calidad e independencia editorial. 

En este sentido, la información sobre los titulares de la propiedad y la composición del órgano de 

gobierno constituye la piedra de toque en las empresas cotizadas a la hora de proteger su inde-

pendencia y credibilidad. Seleccionar de manera correcta a los accionistas y a los miembros del 

órgano de gobierno, asegurándose de que comprendan la naturaleza de este tipo de empresas y 
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estén en condiciones de defender la independencia editorial de sus profesionales, constituye una 

condición indispensable para gestionar adecuadamente los riesgos en las empresas periodísticas 

cotizadas.

Por tanto, si bien es cierto que las empresas cotizadas presentan mayores grados de transparencia 

en la información sobre sus prácticas, también lo es que este grupo de empresas está, habitualmen-

te, sometida a mayores riesgos. En muchos casos, esas amenazas proceden, precisamente, de los 

titulares de la propiedad y de los miembros de sus órganos de gobierno que utilizan su posición 

de dominio para tratar de influir en la línea editorial o priorizar los objetivos financieros sobre los 

editoriales cuando ambos entran en conflicto. 

Ahora bien, el hecho de que las empresas no cotizadas no estén legalmente obligadas a publicar 

determinada información no puede servir para justificar la extrema opacidad que muestran en todo 

lo que se refiere a sus políticas y prácticas para garantizar su independencia y credibilidad editorial. 

Ninguno de los dieciséis grupos analizados ha obtenido una puntuación superior a cuatro puntos y 

más de la mitad (9) han obtenido cero puntos. 

Las palabras que sirvieron de introducción a nuestro primer informe sobre la responsabilidad cor-

porativa de los medios de comunicación, publicado hace diez años18, siguen siendo plenamente 

actuales: “No es necesario ser especialmente perspicaz para reconocer el enorme poder que tienen 

los medios de comunicación. En sus manos se encuentra la posibilidad de encumbrar o derrumbar 

personas, de impulsar nuevas ideas o desechar proyectos. Su palabra es la única que decide quién 

tiene derecho a participar en el debate público y quién no. Sin embargo, no parece que la autocrítica 

forme parte de su ADN. Los medios no pierden oportunidad de criticar la creciente invasión de la vida 

privada por parte del Estado, pero dedican muy poco tiempo a examinar su propio comportamiento 

en este campo. Presumen constantemente de independencia, sin hacer públicos sus compromisos 

y lazos con los grandes grupos económicos y políticos”.

La Fundación Compromiso y Transparencia lleva diez años evaluando a través de sus informes a 

un conjunto de instituciones, públicas y privadas, que cumplen un rol importante en el desarrollo 

de nuestra sociedad y en la defensa de los valores democráticos. Cada año examinamos cerca de 

quinientos instituciones, analizando la información relevante que hacen pública en sus webs cor-

porativas sobre cuestiones relacionadas con la gestión de sus principales riesgos y compromisos 

con su entorno. 

18 “Esporas de helechos y elefantes. La responsabilidad corporativa de los medios de comunicación por la elaboración y difusión de conte-
nidos”; Martin-Cavanna, J, Morales, B e Irisarri, J.A; Fundación Compromiso y Transparencia, 2010.
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Paradójicamente, las empresas de comunicación, cuya influencia a la hora de configurar los valores 

de la sociedad resulta incuestionable, constituyen uno de los sectores más opacos. La gravedad de 

este hecho no se puede suavizar en unos momentos en los que la credibilidad de las instituciones 

y personas está siendo sometida a un constante asedio por el auge de las fake news. Recuperar y 

promover la confianza de la sociedad en sus instituciones resulta crítico para fortalecer los funda-

mentos morales en los que se asientan las democracias. Esa tarea requiere, entre otras medidas, que 

las empresas periodísticas comiencen a adoptar y hacer públicas un conjunto de prácticas y políticas 

orientadas a defender y fortalecer su credibilidad e independencia editorial. Entre ese conjunto de 

prácticas merecen destacarse las siguientes:

1 	 Resulta imprescindible que las empresas periodísticas informen con transparencia de quié-

nes son los titulares de su propiedad, hagan públicos los vínculos que puedan afectar su in-

dependencia editorial y arbitren las medidas oportunas para gestionar adecuadamente los 

conflictos de intereses. No resulta aceptable que ninguno de los grupos no cotizados informe 

con claridad sobre los titulares de la empresa. 

2 	 Junto a la información sobre los titulares de la empresa y su participación en el capital es 

necesario que todos los grupos, cotizados y no cotizados, hagan públicos los vínculos de sus 

titulares (económicos, políticos, familiares, etc.) que puedan afectar a la independencia y 

credibilidad editorial.

3 	 El órgano de gobierno debe reflexionar sobre la adopción de las medidas más eficaces (cons-

titución de una fundación como accionista mayoritario, exigencia de mayorías cualificadas 

para la adopción de determinadas decisiones, reserva de competencias, etc.) para blindar su 

independencia y credibilidad editorial.

4 	 El proceso de selección de consejeros resulta clave para asegurar que los valores de la cre-

dibilidad e independencia editorial serán protegidos al más alto nivel. No resulta verosímil 

que esa garantía pueda existir si en el proceso de selección no se incorpora ese criterio y si 

en la composición del consejo no se incluyen perfiles con esas características.

5 	 Entre las competencias específicas del órgano de gobierno debe incluirse, de manera clara y 

explícita, su responsabilidad para supervisar los riesgos asociados a la independencia y cre-

dibilidad editorial. 

6 	 Los informes de sostenibilidad, de responsabilidad corporativa o de información no finan-

ciera deben incluir un capítulo específico en el que se identifiquen, analicen y expliquen las 
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medidas adoptadas para gestionar los riesgos que puedan afectar a la credibilidad e indepen-

dencia editorial. Las empresas no cotizadas deben comenzar a incorporar en sus prácticas la 

información pública sobre estos riesgos. 

7 	 Todos los medios deben desarrollar o adoptar un código deontológico o estatuto de redacción 

y hacerlo público para que puedan acceder todos los grupos de interés: lectores, sociedad civil 

organizada e inversores y accionistas. 

8	 Se ha producido una mejora en el área de creación y divulgación de contenidos gracias al 

compromiso de dos cabeceras (El País y El Mundo) con la iniciativa del Trust Project, analizada 

en este informe. Destacamos esta iniciativa porque la mayoría de los estándares del Trust 

Project ahonda en cuestiones relacionadas con el proceso informativo, concretamente con 

la verificación de hechos y fuentes, el tratamiento de fuentes anónimas, el defensor del lector 

o la necesidad de separar la naturaleza de la actividad, diferenciando claramente la opinión 

de la información y los contenidos publicitarios. 

9 	 El incremento de los branded content en los medios supone una oportunidad de generar ingre-

sos para los medios pero plantea importante riesgos que pueden afectar a la credibilidad de los 

mismos. Resulta urgente que los medios sean transparentes en el etiquetado de los branded 

content comunicando con claridad a sus lectores las condiciones y características de este tipo 

de colaboraciones. La transparencia constituye una garantía para defender, igualmente, la 

independencia editorial de sus redactores. Sería conveniente que las principales asociaciones 

de periodistas aprobasen criterios y estándares en esta cuestión que fuesen aplicables a todo 

el sector para evitar confusiones en los lectores, periodistas y anunciantes. 

10 	 Los códigos deontológicos y las iniciativas como el Trust Project deberían reforzarse con 

sistemas de control (compliance) que verifiquen el grado de cumplimiento de los criterios 

recogidos en esos códigos o iniciativas. En este sentido, sería aconsejable que los medios 

reflexionen sobre la oportunidad de designar un responsable de llevar a cabo esta tarea 

específica. 



Comprométete 
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siendo incisivos e independientes.
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ANEXOS
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Ranking de transparencia sobre prácticas para asegurar la 
credibilidad e independencia editorial

EMPRESAS COTIZADAS

TRANSPARENTES
Este grupo lo integran aquellas empresas que han obtenido una puntuación superior a 24 puntos de los 38 puntos totales

NINGUNO

TRANSLÚCIDOS
Este grupo lo integran aquellas empresas que han obtenido entre12 y 24 puntos

1. Grupo Atresmedia 18

2. Grupo Prisa 17

3. Grupo Mediaset 13

4. Grupo Vocento 12

OPACOS
Este grupo lo integran aquellas empresas que han obtenido menos de 12 puntos

5. Grupo Unidad Editorial (RCS) 8

EMPRESAS NO COTIZADAS

TRANSPARENTES
Este grupo lo integran aquellas empresas que han obtenido una puntuación superior a 24 puntos de los 38 puntos totales

NINGUNO

TRANSLÚCIDOS
Este grupo lo integran aquellas empresas que han obtenido entre12 y 24 puntos

NINGUNO

OPACOS
Este grupo lo integran aquellas empresas que han obtenido menos de 12 puntos

6. Diario.es-Diario SL 5

7. Grupo Heraldo-Henneo 4

8. Grupo Imagina Media 2

Grupo Zeta 2

9. Grupo Godó 1

Grupo Joly 1

10. El León del Español (El Español) 0

Grupo Cope 0

Grupo Planeta 0

Grupo Prensa Ibérica 0

Grupo Segre 0

Grupo Voz de Galicia 0

Hermes Comunicacions (El Punt Avui) 0

Intereconomía 0

Promicsa-Diari de Tarragona 0

Titania (El Confidencial) 0
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PROPIEDAD GOBIERNO CORPORATIVO FINANCIACIÓN CREACCION Y DIVULGACIÓN DE CONTENIDOS CUMPLIMIENTO NORMATIVO
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Atresmedia • • • • • • • • • • • • • • • • • • •
Mediaset • • • • • • • • • • • • • • • • • • •
Prisa • • • • • • • • • • • • • • • • • • •
Unidad Editorial (RCS) • • • • • • • • • • • • • • • • • • •
Vocento • • • • • • • • • • • • • • • • • • •

• Cumple    • Cumple parcialmente    • No cumple

EMPRESAS COTIZADAS
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PROPIEDAD GOBIERNO CORPORATIVO FINANCIACIÓN CREACCION Y DIVULGACIÓN DE CONTENIDOS CUMPLIMIENTO NORMATIVO
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Cope • • • • • • • • • • • • • • • • • • •
Diario SL-Diario.es • • • • • • • • • • • • • • • • • • •
Godó • • • • • • • • • • • • • • • • • • •
Henneo-El Heraldo • • • • • • • • • • • • • • • • • • •
Hermes Comunicacions-El Punt Avui • • • • • • • • • • • • • • • • • • •
Imagina Media • • • • • • • • • • • • • • • • • • •
Intereconomia • • • • • • • • • • • • • • • • • • •
Joly • • • • • • • • • • • • • • • • • • •
Planeta • • • • • • • • • • • • • • • • • • •
Prensa Iberica • • • • • • • • • • • • • • • • • • •
Promicsa-Diari de Tarragona • • • • • • • • • • • • • • • • • • •
Segre • • • • • • • • • • • • • • • • • • •
Titania-El Confidencial • • • • • • • • • • • • • • • • • • •
El León del Español- El Español • • • • • • • • • • • • • • • • • • •
Voz de Galicia • • • • • • • • • • • • • • • • • • •
Zeta • • • • • • • • • • • • • • • • • • •

• Cumple    • Cumple parcialmente    • No cumple

EMPRESAS NO COTIZADAS


